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1.2. ¿Qué es la extradición activa?
1.3. ¿Quién puede solicitar la extradición?
1.4. ¿Qué requisitos son necesarios para poder acordar la extradición?
1.5. ¿Cómo se solicita?
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.. Introducción
La extradición es un instrumento de cooperación judicial penal. La extradición ac-
tiva se regula en los arts. 824 a 833 de la Lecrim (ann, de 10 de febrero de 2004): 
Desde tiempo inmemorial se viene considerando a la extradición como una manifestación de 
la soberanía de los Estados. Así, si un imputado o un delincuente ya condenado abandona el 
territorio del Estado en que se ha cometido el delito, las autoridades policiales y judiciales de 
ese Estado no pueden continuar la persecución sin el consentimiento de la autoridad política del 
Estado en cuyo territorio se ha refugiado el perseguido. Sólo mediante la entrega extradicional 
podrá tener lugar el enjuiciamiento o la ejecución de una sentencia ya dictada.
1.2. ¿Qué es la extradición activa?
Es un acto del Estado español a través del que solicita a otro Estado la entrega de 
una persona para que pueda ser enjuiciada o cumplir una condena en España.
1.3. ¿Quién puede solicitar la extradición?
•	  El juez o tribunal que esté conociendo del proceso en el que se haya acordado 
auto de prisión o dictado sentencia firme, será el competente para solicitar la 
petición de extradición al Gobierno. 
•	 La petición se podrá acordar de oficio por el juez o tribunal o previa petición de 
cualquiera de las partes. La petición adoptará la forma de auto.
•	 Será el Consejo de Ministros-Gobierno, el encargado de cursar la petición 
una vez compruebe que se dan los requisitos que exige la parte requerida. 
1.4. ¿Qué requisitos son necesarios para poder acordar 
       la extradición?
a) Se exige que exista una resolución motivada: un auto de prisión provisional o 
bien, una sentencia condenatoria contra el sujeto que se reclame.
b) Sólo se puede solicitar si el sujeto reclamado:
1. Es un español que ha delinquido en territorio español y se refugia en el ex-
tranjero.
2. Es un español que estando en el extranjero haya atentado contra la seguridad 
exterior del Estado y se refugie en un Estado distinto del en que delinquieron.
3. Es un extranjero que deba ser juzgado en España y se refugie en un país que 
no sea el suyo.
1. Será el juez que conozca de la causa cuando ésta se encuentre en la fase de investigación y el tribunal, cuando esté abierto 
el juicio oral o se haya dictado sentencia.
2. Los delitos contra la seguridad exterior se regulan en los arts. 120 a 141 cp.
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c) Procederá la petición de extradición cuando:
1. Así lo determinen los tratados (multilaterales o bilaterales) que existan  
con el país donde se encuentre la persona reclamada.
2. Si no existe tratado habrá que atenerse al derecho escrito o consuetudinario 
que esté vigente en el territorio a cuyo país se pide la extradición.
3. En defecto de tratado o derecho escrito o consuetudinario, habrá que atender 
al principio de reciprocidad.
1.5. ¿Cómo se solicita?
1) El juez o tribunal –de oficio o a instancia de parte– acordará la extradición de 
forma fundada –auto.
2) La petición del juez o tribunal se dirigirá al Ministerio de Justicia. Si bien cabe 
la posibilidad, si el tratado lo autoriza, de que el juez o tribunal lo pueda pedir 
directamente.
3) Junto a la petición –el auto– se acompañará todos los documentos que justifi-
quen la solicitud de extradición.
3. Frente a ese auto cabe recurso de apelación (art. 830 Lecrim).




2.2. ¿Qué es la extradición pasiva?
2.3. ¿Por qué hechos España podrá ejecutar una extradición?
2.4. ¿Qué personas pueden ser entregadas por España?
2.5. ¿Cuándo se denegará la entrega?
2.6. ¿Cuándo podrá denegarse la extradición?
2.7. Tramitación de la extradición pasiva
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.. Introducción
La extradición es un instrumento de cooperación judicial penal. La extradición 
pasiva se regula en la Ley 4/1985, de 21 de marzo, salvo en lo expresamente pre-
visto en los tratados multilaterales o bilaterales en los que España sea parte. Sólo 
se concederá la extradición atendiendo al principio de reciprocidad (art. 13.3 ce).
La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al 
principio de reciprocidad, quedando excluidos de la extradición los delitos políticos, no consi-
derándose como tales los actos de terrorismo.
Señala el Tribunal Constitucional en su sentencia 102/2000, de 10 de abril, que: 
la Ley española de extradición tiene un carácter supletorio respecto a los tratados internacio-
nales que el Estado español haya suscrito y ratificado o a los que se haya adherido sobre la 
materia. Con independencia incluso de lo dispuesto en el art. 96.1 ce, según el cual «los tratados 
internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán 
parte del ordenamiento interno», la citada Ley proclama la primacía de la norma convencional 
sobre la norma interna, de forma que ésta tiene carácter supletorio.
2.2. ¿Qué es la extradición pasiva?
Es un procedimiento que comprende dos fases, una administrativa y otra judicial, 
a través del cual se decide si procede o no la entrega de una persona reclamada por 
otro Estado para ser enjuiciada o cumplir una sentencia condenatoria. 
Manifiesta el Tribunal Constitucional en su sentencia 141/1998, de 29 de junio, 
que: 
la extradición pasiva o entrega de un ciudadano extranjero a otro Estado constituye un procedi-
miento mixto, administrativo-judicial en el que se decide acerca de la procedencia o no de la en-
trega solicitada por dicho Estado en su demanda de extradición. En el proceso en vía judicial de 
la extradición no se decide acerca de la hipotética culpabilidad o inocencia del sujeto reclamado 
ni se realiza un pronunciamiento condenatorio, sino simplemente se verifica el cumplimiento 
de los requisitos y garantías previstos en las normas para acordar la entrega del sujeto afectado 
[...] Si los órganos españoles competentes estiman procedente la demanda de extradición, ello 
acarrea como consecuencia directa e inmediata la salida del sujeto del territorio español y su 
correlativa entrega a las autoridades del Estado requirente, y como consecuencia indirecta, el 
posible enjuiciamiento y, en su caso, cumplimiento de una sanción jurídica de naturaleza penal 
en el ámbito del Estado requirente.
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2.3. ¿Por qué hechos España podrá ejecutar una extradición?
1)  Cuando el Estado requirente solicite a España la entrega de un sujeto para enjui-
ciarle por un hecho que esté castigado en ambos países –principio de la doble in-
criminación–, con una privación de libertad –pena o medida de seguridad–, cuya 
duración no sea inferior a un año en su grado máximo o una pena más grave.
2)  Cuando el Estado requirente solicite la entrega a España  de un sujeto para que 
cumpla una condena en aquél no inferior a cuatro meses de privación de liber-
tad. Los hechos tienen que ser constitutivos de delito también en España (atc 
121/200, de 16 de mayo)
El principio de la doble incriminación está incluido en el derecho fundamental a la legalidad 
penal y su significado consiste en que el hecho sea delictivo y esté sancionado con una deter-
minada penalidad en las legislaciones punitivas del Estado requirente y del Estado requerido, 
si bien no implica la identidad de penas en ambas legislaciones, sino que basta que se cumplan 
los mínimos penales previstos en las normas aplica.
2.4. ¿Qué personas pueden ser entregadas por España?
Los extranjeros que hayan cometido delitos que puedan ser perseguidos por los 
órganos de persecución penal españoles. 
No se pueden extraditar nacionales españoles, salvo que sí esté previsto en un 
tratado.
Señala el tc, sentencia 87/2000, de 27 de marzo, que:
en ausencia de Tratado, la prohibición de extraditar nacionales contenida en la Ley de Extra-
dición Pasiva cobraría su fuerza vinculante y, en consecuencia, su relevancia constitucional 
en el marco del derecho a la tutela judicial efectiva dado el taxativo tenor literal de su art. 3.1, 
pues difícilmente podría considerarse razonable o no arbitraria una resolución que a pesar del 
mismo acceda a la extradición de un nacional. Como se declara en la Exposición de Motivos de 
esta Ley, dicha prohibición se sustenta en la propia soberanía estatal, de manera que tanto por 
razón de ello como porque los jueces están sometidos al imperio de ley, los órganos judiciales, 
encargados exclusivamente del control de la legalidad de la extradición, no pueden ir más allá 
de la legalidad que tienen obligación de aplicar. 
2.5. ¿Cuándo se denegará la entrega?
1)  Cuando se solicite por alguno de los siguientes delitos:
a) Por un delito político.
b) Por un delito militar tipificado por la legislación española.
c) Por un delito cometido a través de un medio de comunicación social en ejer-
cicio de la libertad de expresión.
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2)  Si se solicita la entrega de una persona para que sea juzgada por un tribunal de 
excepción.
3)  Cuando se haya extinguido la responsabilidad criminal, de conformidad con la 
legislación de España o del Estado requirente.
4)  Cuando la persona esté siendo juzgada por los mismos hechos.
5)  Cuando haya una resolución con efectos de cosa juzgada sobre los mismos he-
chos –auto de sobreseimiento libre o sentencia. Un sobreseimiento provisional, 
carece del efecto de cosa juzgada.
 El principio non bis in idem consiste en (stc 222/197, de 4 de diciembre):
la prohibición de un doble proceso con un mismo objeto, según doctrina reiterada del Tribunal 
Constitucional. Pero sólo se incurre en esa prohibición cuando el primer proceso ha concluido 
con una resolución que produzca el efecto de cosa juzgada. 
6) Cuando el Estado de ejecución no ofrezca garantías de que no ejecutará a la 
persona reclamada, la someterá a penas que atenten a su integridad corporal o 
tratos inhumanos o degradantes.
 Afirma el tc que (Sentencia 32/2003, de 13 de febrero):
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en relación con los derechos a la vida y a no padecer 
torturas ni penas o tratos inhumanos o degradantes, ha tomado también en cuenta, como hemos 
dicho, las peculiaridades del supuesto cuando se trata de procedimientos que pueden culminar con 
la obligada salida de un extranjero del territorio de uno de los Estados contratantes, no exigiendo 
la prueba cumplida de que la lesión se ha producido o va a producirse, sino acudiendo a otros 
criterios que tratan, sin duda, de evitar la irreparabilidad de los perjuicios que se ocasionarían 
para la persona sometida a la decisión si se verificara la entrega y, asimismo, que contemplan las 
específicas circunstancias que suponen para aquélla una dificultad probatoria».
7) Cuando el Estado requirente no se ofrezca garantías de que si la persona recla-
mada fue condenada en rebeldía será juzgado de nuevo en el que tendrá que 
estar presente y debidamente defendido.
8) Cuando a la persona reclamada le hubiera sido concedido la condición de asila-
do (stc 49/2006, de 13 de febrero)
El procedimiento de extradición exige una cuidadosa labor de verificación por el órgano judi-
cial en relación con las circunstancias alegadas por el reclamado, con el fin de evitar que, en 
caso de accederse a la extradición, se pudiera convertir en autor de una lesión contra los dere-
chos del extraditado, bien porque hubiera contribuido a que la lesión de un derecho ya acaecida 
en el extranjero no fuera restablecida o a que no se impidiera que de la misma se derivaran 
consecuencias perjudiciales para el reclamado, bien porque, existiendo un temor racional y 
fundado de que tales lesiones se produzcan en el futuro, éstas resulten favorecidas por la actua-
ción de los órganos judiciales españoles al no haberlas evitado con los medios de que, mientras 
el reclamado se encuentra sometido a su jurisdicción, disponen, de modo que la actuación del 
Juez español produzca un riesgo relevante de vulneración de los derechos del reclamado.
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2.6. ¿Cuándo podrá denegarse la extradición?
Será facultativo denegar la extradición en los siguientes casos:
1)  Cuando existan razones fundadas para creer que la solicitud de entrega, presen-
tada por un delito común, tiene el fin de perseguir o castigar a la persona recla-
mada por razones de raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas, o que la 
situación del reclamado corre riesgo de ser agravada por esas consideraciones.
2)  Cuando el sujeto reclamado tenga su residencia habitual en España y sea menor 
de dieciocho años en el momento de la solicitud de extradición, y se considere 
que su entrega al Estado requirente pueda impedir su reinserción social.
2.7.  Tramitación de la extradición pasiva
1) ¿Cómo puede solicitar el Estado requirente la entrega de una persona?
a) Por vía diplomática: el Ministerio de Asuntos Exteriores se lo remitirá al 
Ministerio de Justicia. 
b) Por escrito directo: del Ministro de Justicia del Estado requirente al Ministro 
de Justicia español.
2) ¿A quién se le eleva el Ministerio de Justicia?
En un plazo de ocho días elevará al Gobierno una propuesta sobre la apertura o no del 
procedimiento de extradición. El Gobierno tendrá que decidir si procede o no en 15 
días.  Si no lo hace en ese plazo, decidirá el Ministerio en los tres días siguientes.
3) ¿Qué sucede a continuación?
a) Si se deniega la apertura del procedimiento de extradición, se le comunica al 
Estado requirente y se pondrá, en su caso, al reclamado en libertad.
b) Si el Gobierno decide que sí procede, se continúa el procedimiento. 
4) Fase judicial 
 a) Fase instructora:
 • Órgano competente: Juzgado Central de Instrucción (jci)
 • Procedimiento:
-  Se remite el expediente al jci.
-  Si el reclamado no está detenido, se ordenará su detención y tendrá 
que ser puesto a disposición del jci en 24 horas.
M.a Ángeles Pérez Cebadera - ISBN: 978-84-692-5499-8 Instrumentos de cooperación judicial penal I -  UJI
- Se ordena celebrar una comparecencia en la que deben estar presentes: 
el Ministerio Fiscal, el reclamado, asistido de abogado y, en su caso, 
de intérprete.
- Celebración de la comparecencia: se identifica al detenido, se le pre-
gunta si consiente o no ser extraditado.
- Si acepta, y hay no obstáculos legales: jci podrá acordar su entrega 
mediante auto.
- Si no acepta: jci puede, a través de un auto:
  1) ordenar su libertad,
  2) elevar las actuaciones a la Sala de lo Penal de la an.
Expresa el tc que (sentencia 11(1985, de 30 de enero):
la intervención judicial es necesaria en la primera fase para decretar la prisión del reclamado y 
para mantenerlo en esa situación cuando proceda legalmente. El juez ejercita en este caso un 
control sobre la privación de libertad del reclamado que viene hoy impuesta por el artículo 17 
de la Constitución. Pero no le compete conocer de la procedencia de ésta, conocimiento que 
está atribuido al Tribunal que ha de decidir en la segunda fase del procedimiento».
 b)  Fase de decisión:
 •  Órgano competente: Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.
 •  Procedimiento:
- Recibido el expediente, la an se lo comunicará al Fiscal y al abogado 
defensor. Podrá, de oficio o a instancia de parte, reclamar los antece-
dentes que considere oportunos. Si el reclamado no tiene abogado, se 
le nombrará uno de oficio, antes de remitirle el expediente.
- Se celebrará una vista en los 15 días siguientes al período de instruc-
ción. Deben estar presentes: el Fiscal, el reclamado con su abogado 
y, en su caso, asistido por intérprete, el representante del Estado que 
solicita la extradición, si lo ha solicitado y el Tribunal lo hubiese acor-
dado.
- El reclamado declarará durante la vista.
- En los tres días siguientes a la vista, plazo improrrogable, la Sala de 
lo Penal de la an decidirá, mediante auto, si procede o no la entrega. 
Auto recurrible mediante recurso de súplica, que resolverá el Pleno de 
la Sala de lo Penal de la an.
- Si no acuerda la extradición, ordenará la puesta en libertad del recla-
mado. Y, se pondrá en conocimiento de la representación diplomática 
del país que solicitó la extradición.
- Si acuerda la entrega, se lo comunicará, sin dilación al Ministerio de 
Justicia.
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5) Fase gubernativa
- El auto que declara procedente la extradición es vinculante para el Gobierno, 
que podrá denegarla en el ejercicio de la soberanía nacional, atendiendo al 
principio de reciprocidad o a razones de seguridad, orden público o demás 
intereses esenciales para España. Contra lo acordado por el Gobierno no 
cabe recurso alguno.
- Si el Gobierno acuerda la entrega: el Ministerio de Justicia se lo comunicará 
al Ministerio de Exteriores para que se le notifique a la representación diplo-
mática del país que solicitó la entrega y la persona reclamada.
- Si deniega la entrega: el Ministerio de Justicia lo pondrá en conocimiento de 
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional para que acuerde la puesta en 
libertad del reclamado, sin perjuicio de que pueda ser expulsado de España, 
de conformidad con la Ley de Extranjería.
6) La entrega
- Se realiza por agente de la autoridad española a la autoridad o agente del 
Estado que solicitó la entrega, previa notificación del lugar y fecha fijados, 
que deben comunicarse al Tribunal que entendió de la solicitud.
- Con el sujeto reclamado se entregarán los documentos, efectos y dinero, 
que hubiesen sido ocupados al reclamado, y que la Sala de lo Penal hubiese 
resuelto que también deben entregarse. Éstos se tendrán que entregar aunque 
la del reclamado no pudiera efectuarse.
- Si la persona reclamada está sometida a un procedimiento o condena en Es-
paña o sancionada por cualquier clase de organismo o autoridades españolas, 
la entrega se puede suspender hasta que se extingan sus responsabilidades en 
España, o bien, efectuarse la entrega de forma definitiva o temporal en las 
condiciones que se fijen con el Estado requirente.
- Si la persona reclamada no es recibida en la fecha y lugar fijados podrá ser 
puesta en libertad transcurridos quince días a contar de dicha fecha y necesa-
riamente a los treinta, y se podrá denegar su extradición por el mismo hecho, 
si de nuevo se solicitara.
7) La extradición en tránsito
- Se exigen los mismos requisitos que para la extradición, excepto cuando por 
razones de urgencia, y cuando se utilice la vía aérea y no estuviera previsto 
aterrizaje en territorio español, ya que en ese caso, el Gobierno podrá au-
torizar el tránsito previa solicitud en la que conste que ésta responde a una 
sentencia condenatoria o mandamiento de detención firmes.
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8) Principio de especialidad
- La persona entregada sólo podrá se juzgada, sentenciada o sometida a cual-
quier restricción de su libertad por el hecho delictivo por el que se solicitó 
su entrega. Si se le quiere juzgar o hacerle cumplir una condena por hechos 
anteriores y distintos, será necesario que el Estado requirente solicite auto-
rización a España, a través de una nueva solicitud de extradición. También 
será necesaria una nueva solicitud de extradición si se quiere entregar al 
sujeto reclamado a un tercer Estado.
- No se exige una nueva solicitud de extradición cuando la persona entregada 
hubiera tenido la posibilidad de abandonar el Estado al que se entregó (Esta-
do emisor), y permanezca en él más de 45 días o regrese al mismo después 
de abandonarlo. 
9) Gastos
- Los gastos que ocasione la extradición en territorio nacional serán, en régi-
men de reciprocidad, a cargo del Gobierno español. Los que se causen por 
extradición en tránsito serán de cuenta del Estado requirente.
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.. Introducción
La aprobación por el Consejo Europeo de la Decisión Marco del 13 de junio de 
2002, relativa a la Orden de Detención Europea y a los Procedimientos de Entrega 
entre los Estados miembros (en adelante, dmoede), supuso una nueva forma de en-
tender las relaciones de cooperación penal entre los Estados miembros de la Unión 
Europea, al crearse un nuevo procedimiento de entrega desvinculado de la discre-
ción política, tradicionalmente presente en el procedimiento de extradición.
La llamada Orden Europea de detención y Entrega, o Euroorden instrumento que sustituye a 
la tradicional extradición sobre la base de prescindir de la intervención de la autoridad política 
permitiendo que la persecución internacional de los delitos tenga lugar directamente entre au-
toridades judiciales. El Gobierno de cada país intervendrá única y exclusivamente para prestar 
apoyo técnico, en especial para procurar la traducción de la Orden de Detención al idioma del 
país en el que deba ser ejecutada. (aan, de 10 de febrero de 2004).
La Decisión Marco relativa a la Orden Europea de Detención y Entrega ha creado un nuevo 
sistema en el que el principio de reciprocidad pierde el papel que tradicionalmente representaba 
en materia de cooperación internacional en la lucha contra el delito, toda vez que las obligacio-
nes que con ella se imponen a los Estados miembros no pueden ser sometidas a dicha exigencia 
(stc núm. 177/2006, de 5 de junio). 
El término Euroorden tiene dos acepciones: en primer lugar, hace referencia a la 
resolución que acuerda la autoridad judicial de un Estado solicitando a otro la en-
trega de una persona sospechosa o condenada por un delito; y en segundo lugar, al 
procedimiento de ejecución que se debe seguir para hacerla efectiva. Centrándonos 
en su significado de procedimiento, a pesar de la denominación que recibe este 
nuevo instrumento de entrega, lo cierto es que nos encontramos ante un procedi-
miento de extradición europeo, ya cuando se utiliza el término «extradición» se 
hace para referirse al procedimiento de entrega de una persona por un Estado a otro 
para que sea enjuiciada o cumpla una sentencia condenatoria. Ahora bien, el nuevo 
procedimiento de entrega entre los Estados de la Unión es diferente de la clásica 
extradición por los principios que la inspiran y su procedimiento simplificado. 
.. Concepto y características de la Euroorden 
3.2.1. ¿Qué es una Euroorden? 
Es una resolución judicial emitida por un órgano jurisdiccional de un Estado 
miembro y dirigida a una autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión 
Europea, en la que se solicita la búsqueda, captura, detención, y, en su caso, 
1.  A los efectos de este libro «Euroorden» y «Orden Europea de Detención y Entrega» son equivalentes.
. Señala González-cuéllar serrano,  N., «La Euroorden: hacia una Europa de los carceleros», Diario La 
Ley, Núm. 6619, 29 de diciembre de 2006, pág. 1, que: «la euroorden es,  una especie de extradición, extre-
madamente autoritaria y de muy baja calidad técnico-jurídica, situada en el ámbito del denominado espacio 
judicial europeo, que, sin contornos definidos ni objetivos claros, se pretende conformar –en lo que concierne 
al orden penal– dentro del Tercer Pilar de la Unión Europea, un sector del ordenamiento tan inestable y caó-
tico que, sobre su contenido, sólo es correcto hablar de sistema como antífrasis».
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posterior entrega de una persona reclamada que se encuentra en su territorio para 
poder enjuiciarla o hacerle ejecutar una sentencia firme condenatoria a una 
pena o medida de seguridad privativa de libertad (art. 1 loede). La recepción 
de una Euroorden por un Estado miembro da lugar a un procedimiento para 
resolver si procede o no la entrega del sujeto reclamado.
3.2.2. ¿Por qué se dicta?  
Una Euroorden se puede acordar por dos razones, a saber: 1) Para poder ejercer 
acciones penales en contra de una persona sospechosa de haber cometido un delito 
que esté castigado en el ordenamiento del Estado de emisión con una pena o me-
dida de seguridad privativas de libertad cuya duración máxima sea, al menos, de 
12 meses. 2) Para ejecutar una sentencia firme de condena a una pena o medida de 
seguridad no inferior a cuatro meses de privación de libertad que ha recaído sobre 
un sujeto que se encuentre fuera del territorio  de Estado de emisión.
3.2.3. ¿Quién la puede acordar?
Al ser la Euroorden una resolución judicial, los sujetos que participarán en la emi-
sión y recepción de la misma serán las autoridades judiciales competentes en cada 
Estado miembro. En España, la autoridad judicial de emisión será el órgano juris-
diccional que estén conociendo de la causa en su fase de instrucción, juicio oral, o 
en la ejecución de la sentencia firme. Por otro lado, cuando España sea el receptor 
de una Euroorden  emitida por otro Estado miembro corresponderá a los Juzgados 
Centrales de Instrucción y a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (art. 2 
loede).
3.2.4. ¿Qué sucede cuando un Estado miembro recibe una Euroorden?
Cuando la autoridad judicial competente recibe una Euroorden, ésta debe proce-
der de forma preceptiva a la detención del sujeto reclamado, y en su caso, esto es, 
una vez se haya verificado por la autoridad judicial del Estado de ejecución que 
concurren los requisitos y que no existe ninguna causa que impida la entrega de la 
persona reclamada, que se entregue a la autoridad judicial del Estado de emisión. 
No es una entrega automática, puesto que es necesario que se ponga en marcha el 
procedimiento de entrega previsto en la Decisión Marco regulado en la loede.
. lo 2/2003, de 14 de marzo, complementaria de la Ley sobre la Orden Europea de Detención y Entrega (boe 
de 17 de marzo, núm. 65).
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.. Naturaleza jurídica
La naturaleza jurídica de la Euroorden dependerá de la razón por la que un Estado 
miembro la acuerda.
Si la Euroorden se emite con la finalidad de poder enjuiciar a una persona que se 
encuentra fuera del Estado miembro que la reclama, la euroorden es una medida 
facilitadora del proceso cautelar. 
Cuando se inicia un proceso penal en un Estado y existe una persona imputada es 
necesario que ésta se encuentre a disposición judicial para poder garantizar que en 
caso de que se tenga que celebrar el juicio oral esté presente. Para conseguir este 
fin, los ordenamientos prevén que se puedan adoptar medidas cautelares persona-
les que aseguren que se pueda celebrar el juicio oral y, en su caso, que se pueda 
cumplir la sentencia condenatoria que se imponga.
Por otro lado, si la Euroorden se emite con el propósito de que una persona cumpla 
una sentencia condenatoria, la euroorden es una medida facilitadora del proceso 
de ejecución.
Si sobre la persona que se reclama ya ha recaído una sentencia firme condenatoria, 
con la Euroorden lo que se pretende es facilitar la ejecución de una pena o medida 
de seguridad impuesta a un sujeto que no se encuentra en el territorio del Estado 
que le reclama.
3.4. Fundamento
El procedimiento de entrega basado en una Euroorden es el instrumento que sus-
tituye al procedimiento de extradición entre los Estados miembros,4 cumpliendo 
así el objetivo previsto en el art. 31 b) del Tratado de Ámsterdam de 1997 sobre la 
facilitación de la extradición entre los Estados miembros.5
La extradición, como mecanismo de cooperación judicial, había demostrado ser 
un procedimiento lento e ineficaz al configurarse en dos fases: la política y la judi-
cial. Con la introducción de la Euroorden se suprime la fase política en la entrega 
de los sujetos reclamados por otro Estado, al ser un procedimiento meramente 
jurisdiccional, no teniendo intervención el Gobierno de los Estados miembros en 
la decisión sobre la procedencia de la entrega de la persona reclamada.
4. El art.  de la dmoede (doce L 190, de 18 de julio de 2002) establece que las disposiciones contenidas en 
la misma sustituyen a partir del 1 de enero de 2004 a «las disposiciones correspondientes de los convenios 
siguientes en materia de extradición en las relaciones entre los Estados miembros».
5. Véase Considerando (5) de la dmoede (doce L 190, de 18 de julio de 2002): «El objetivo atribuido a la Unión 
de llegar a ser un espacio de libertad, seguridad y justicia, da lugar  a la supresión de la extradición entre los 
Estados miembros, debiéndose sustituir por un sistema de entrega entre autoridades judiciales. Por otro lado, 
la creación de un nuevo sistema simplificado de personas condenadas o sospechosas, con fines de ejecución 
de las sentencias o de diligencias en materia penal permite eliminar la complejidad y los riesgo de retraso 
inherentes a los actuales procedimientos de extradición».
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El procedimiento de extradición basado en la soberanía de los Estados deja de 
tener su razón de ser en el ámbito de la Unión Europea donde las relaciones entre 
los mismos se deben basar en la confianza en sus sistemas jurídicos, al estar estos 
fundamentados en los mismos principios. Confianza que se reconoció expresa-
mente en Tampere cuando se afirmó que el principio de re reconocimiento mutuo 
debía ser la piedra angular en el ámbito de la cooperación judicial.
3.5. Características del procedimiento de entrega basado 
        en la Euroorden
Las características del nuevo procedimiento de entrega son:
a) Existencia de un proceso penal 
 Para que se dicte una Euroorden es necesario que exista un proceso penal en 
curso.
b) La Euroorden es una resolución con varios contenidos 
 La resolución que contiene la Euroorden formula cuatro mandatos distintos: 
búsqueda, captura, detención y entrega de la persona reclamada. Mientras que 
la búsqueda, la captura y la detención son preceptivos para el Estado que reci-
be la solicitud, el mantenimiento de la detención y en su caso, la entrega de la 
persona reclamada al órgano judicial del Estado requirente no son obligatorios 
para el órgano receptor.
c)  El procedimiento de entrega es jurisdiccional
 En la decisión sobre la entrega de la persona reclamada sólo intervienen órga-
nos jurisdiccionales. No existe posibilidad alguna de que los órganos políticos 
de los Estados miembros intervengan en la decisión, como sí sucede en un pro-
cedimiento de extradición.
d)  Resolución jurisdiccional sobre si procede o no la entrega
 Detenida la persona reclamada, el órgano jurisdiccional competente del Estado 
que ha recibido la Euroorden tendrá que decidir sobre si procede o no la entrega 
de la persona reclamada. La entrega no es preceptiva sino que será necesario 
que el órgano jurisdiccional competente del Estado de ejecución analice si con-
curren los requisitos exigidos para decidir si procede o no la entrega de la per-
sona reclamada. Por tanto, la detención y entrega se configuran como dos actos 
distintos, de los que la detención, como medida cautelar, pretende garantizar 
que, en su caso, se pueda entregar al sujeto reclamado.
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e)  Simplicidad en el procedimiento
 La Euroorden se cursa mediante un formulario único para todos los Estados 
miembros, lo que implica una cooperación judicial más ágil entre los mismos. 
Además se prevén distintos modos de transmisión de dicha orden, a saber: de 
forma directa a la autoridad judicial del Estado de ejecución donde se halle la 
persona reclamada si se conoce su paradero, o en caso de desconocer el mismo, 
se permite a los Estados miembros para que puedan hacer uso de los sistemas 
de comunicación sis o de la Interpol. 
f)  Plazos breves 
 El procedimiento de entrega basado en una Euroorden está sujeto a plazos bre-
ves para resolver si procede o no la entrega del sujeto reclamado. Si éste con-
siente en ser entregado, la decisión se ha de adoptar en los 10 días siguientes a 
la prestación del consentimiento, y si no presta su consentimiento, la decisión 
se tendrá que adoptar en los 60 días siguientes a la detención y, en ambos ca-
sos, acordada la entrega ésta normalmente se habrá de efectuar en los 10 días 
siguientes a su adopción.
3.6.  Principios generales
Los principios en los que se basa el procedimiento de entrega basado en una Euro-
orden.
a) Principio de reconocimiento mutuo
Cuando se afirma que la cooperación judicial penal se apoya en el principio de reco-
nocimiento mutuo lo que se nos está diciendo es que las solicitudes de cooperación no 
van a pasar el filtro de los Gobiernos, sino que directamente la solicitud de cooperación 
se va a realizar sólo entre las autoridades judiciales de cada Estado. Se pasa del prin-
cipio de petición al principio de reconocimiento mutuo. El cambio está legitimado 
en la confianza que existe en que todos los Estados de la Unión respetan y garan-
tizan los derechos fundamentales y principios democráticos (ann 109/2008, de 8 
de septiembre):
En esta confianza se inserta el principio de reconocimiento mutuo, que permite la ejecución 
prácticamente automática de las resoluciones dictadas por las autoridades judiciales de los 
demás Estados. La aplicación de este principio de reconocimiento mutuo supone que los moti-
vos por los que se puede negar la ejecución están tasados en el texto de la Ley y su naturaleza 
permite una apreciación objetiva por parte de la autoridad judicial. También supone la desapa-
rición de la intervención del ejecutivo, porque la existencia de confianza reciproca convierte 
en innecesaria la verificación de la situación política del Estado emisor. El procedimiento se 
agiliza al remitirse directamente la orden europea por la autoridad judicial que la emite a la au-
toridad que ha de proceder a su ejecución, sin necesidad de que intervenga la autoridad central, 
esto es el Ministerio de Justicia.
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Lo que se pide cuando se emite una Euroorden, al igual que sucede cuando se rea-
liza una petición de extradición, es la entrega de una persona que se encuentra en 
el territorio del Estado que recibe la solicitud de entrega para así poder proceder 
a enjuiciarle o ejecutar una sentencia firme de condena en el Estado que emite la 
solicitud. La diferencia principal entre ambas solicitudes de entrega es que en el 
procedimiento basado en una Euroorden no va a intervenir el Gobierno del Estado 
requerido en la decisión sobre si procede la entrega o no del sujeto reclamado. 
Aunque el principio de reconocimiento mutuo significa «que la resolución de la 
autoridad judicial de un Estado miembro debe reconocerse automáticamente y 
aplicarse en todos los demás Estados miembros, con el menor número de trámite 
posibles», en el ámbito de la cooperación judicial penal el significado es más limi-
tado y se refiere a la sustitución de las relaciones entre Estados por la solicitud de 
cooperación entre autoridades judiciales.6
Por tanto, en relación con la Euroorden la expresión reconocimiento mutuo no es 
sinónimo de reconocimiento automático, o ejecución automática de la resolución, 
e implique la entrega automática de la persona, sino que significa que de conformi-
dad con la confianza que existe entre los Estados de la Unión, no va ser necesario 
que intervenga el Gobierno del Estado requerido para resolver si procede o no la 
solicitud de entrega por razones de oportunidad política como sí ocurre en la extra-
dición. Así, recibida una solicitud de detención y entrega, el órgano jurisdiccional 
competente del Estado de ejecución tendrá que, en todo caso, analizar si procede 
o no la entrega de la persona. Si bien, esa decisión sólo corresponde a un órgano 
jurisdiccional y no está sometida a ninguna decisión política.
Identificar reconocimiento mutuo con la expresión reconocimiento automático, 
supondría que, recibida una Euroorden, se tendría que proceder a la entrega de la 
persona sin discusión alguna ni control judicial posible, lo cual ni es ni puede ser.
b) Principio de especialidad
Este principio prohíbe la posibilidad de juzgar a la persona que haya sido entregada, 
o de hacerle cumplir una pena o medida de seguridad, por hechos distintos a los que 
sirvieron de base para dictar una Orden Europea de Detención y Entrega. Se justifica 
este principio en la prohibición de la indefensión de la persona entregada.
Por tanto, para proceder por ese hecho distinto, en su caso, sería necesario que el 
Estado de emisión emitiera una nueva Orden Europea de Detención y Entrega.
No obstante, la Ley en concordancia con lo previsto en el art. 27 de la Decisión, 
establece varias situaciones en las que el principio de especialidad no será aplica-
ble, y en consecuencia no será necesario que el Estado de emisión tenga que dictar 
una nueva Euroorden para proceder contra la persona reclamada para enjuiciarla o 
ejecutar una sentencia por un hecho distinto.
6. Así lo manifestaba también la Comisión en su propuesta diciendo que «el procedimiento del mandamiento 
de detención europeo se basa en el principio de reconocimiento recíproco de las resoluciones judiciales. Por 
lo tanto, se sustituyen en gran parte las relaciones de Estado a Estado por relaciones de autoridad judicial a 
autoridad judicial», v. com (2001) 522 final, Bruselas, 19 de septiembre de 2001, pág. 9.
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1.  Si España es el Estado de emisión y el Estado de ejecución que entrega a la 
persona reclamada a España hubiese notificado a la Secretaría General del Con-
sejo su disposición favorable a que no se aplique el principio de especialidad,7 
es decir, ha renunciado expresamente a que se aplique el principio de especia-
lidad, un órgano jurisdiccional español podrá proceder a enjuiciar o ejecutar 
una sentencia por un hecho distinto al que fue objeto de la Euroorden porque 
se presume que existe consentimiento o autorización para ello, excepto cuando 
la autoridad de ejecución acuerde en su resolución favorable a la entrega de la 
persona reclamada  que en ese caso en concreto se aplique el principio de espe-
cialidad (art. 24.1 loede).8 
 Si el Estado de ejecución no ha notificado a la Secretaría General del Consejo 
su renuncia al principio de especialidad, o bien a pesar de haber renunciado a 
tal prerrogativa decide que para un determinado caso se debe aplicar el princi-
pio de especialidad (art. 24.2 loede), la persona entregada a España como con-
secuencia de una Euroorden no podrá ser enjuiciada o cumplir una sentencia 
condenatoria por un hecho distinto al contemplado en la Euroorden, realizado 
con anterioridad a la entrega, excepto si el Estado de ejecución lo autoriza. La 
autorización se solicitará a través de la emisión de nueva Euroorden.
.  Si España es el Estado de ejecución y éste no ha notificado a la Secretaría Gene-
ral del Consejo su renuncia a la aplicación del principio de especialidad  (24.3 
loede), y el Estado de emisión quiere enjuiciar o hacer cumplir al reclamado 
una pena por un delito distinto al que motivó su entrega,  tendrá que emitir una 
nueva Euroorden en caso de que los hechos puedan ser objeto una Euroorden 
de acuerdo con lo previsto en la Ley y transmitirla a España, cuya autoridad 
judicial deberá resolver en un plazo de 30 días.
 Realmente nos encontramos ante la emisión de una nueva Euroorden, con la 
ventaja de que la persona reclamada ya está localizada en territorio español, 
pero en este caso se deberá seguir todo el procedimiento previsto en la Ley, te-
niendo en cuenta además que el plazo máximo para resolver no será de 60 días 
como establece el art. 9. loede sino de 30 días.
3.  Tampoco se aplicará el principio de especialidad cuando la persona reclama-
da renuncie expresamente ante el órgano jurisdiccional competente del Estado 
de ejecución al principio de especialidad en la audiencia prevista en el art. 14 
(art. 24.4, a) loede).9 En caso de que sea España el Estado de ejecución, la re-
nuncia se realizará ante el Juzgado Central de Instrucción.
4. También se exceptúa la aplicación del principio de especialidad si una vez rea-
lizada la entrega, la persona reclamada renuncia a acogerse al principio de es-
pecialidad ante «un órgano jurisdiccional competente» del Estado de emisión 
con relación a determinados delitos cometidos con anterioridad a la entrega 
(art. 24.4 b) loede).10
7. Un Estado miembro puede hacer una declaración general  renunciando al principio de especialidad, en sus 
relaciones con otros Estados miembros de la Unión que realicen la misma declaración (art. 27.1 dmoede).
8. Redactado conforme al art. 27.1 de la Decisión Marco.
9. Art. 27.3, e), en relación con el art. 13 de la Decisión Marco.
10. Art. 27.3, f) dmoede.
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5. Se prevé la renuncia tácita a la aplicación de principio de especialidad si la per-
sona entregada al Estado de emisión, una vez es puesta en libertad definitiva 
por el hecho por el que fue entregada, deja transcurrir un plazo de 45 días sin 
salir del territorio del Estado de emisión, o bien haya vuelto a éste (art. 24.4, c) 
loede).
6. El principio de especialidad tampoco se aplicará cuando el delito, distinto al 
que fue objeto de la Euroorden, por el que se quiera enjuiciar o hacer cumplir 
una sentencia a la persona entregada no lleve aparejado una pena o medida de 
seguridad privativa de libertad (art. 24.4, d) loede).
7.  Si la pena impuesta en el proceso por el delito distinto al que dio lugar a la en-
trega de la persona no sea una medida restrictiva de la libertad individual de la 
persona» (art. 24.4, e) loede), no se aplica el  principio de especialidad.
8.  El último supuesto en el que no se aplicará el principio de especialidad será 
cuando la persona esté sujeta a una pena o medidas no privativas de libertad, 
incluidas las sanciones pecuniarias, o a una medida equivalente, aun cuando di-
cha pena o medida pueda restringir su libertad individual (art. 24.4 e) loede).
c) Principio de la doble incriminación
La exigencia de la doble incriminación que se deriva del principio de legalidad 
penal14 requiere que el hecho criminal que se atribuye a la persona reclamada 
constituya delito tanto en el Estado requirente como en el Estado requerido. Ahora 
bien, el legislador europeo optó en la Decisión Marco por suprimir el requisito de 
la doble incriminación para un listado de delitos, dejando a los Estados miembros 
la libertad para que decidiesen con respecto al resto de hechos criminales que no 
estuviesen contemplados en la lista, siempre que cumpliesen un umbral de penal, 
la decisión de exigirla o no.
Así pues, no se exige la doble incriminación cuando el hecho por el que emite una 
Euroorden esté castigado en el Estado emisor con una sanción privativa de libertad 
de, al menos, tres años y, se configure como uno de los delitos previstos en la lista 
que se establece en el art. 2.2 de la Decisión Marco.
El listado que se recoge en el art. . dmoede es: 
pertenencia a organización delictiva, terrorismo, trata de seres humanos, explotación sexual 
de los niños y pornografía infantil, tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, 
tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos, corrupción, fraude, incluido el que afecte a 
los intereses financieros de las Comunidades Europeas con arreglo al Convenio de 26 de julio 
de 1995, relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas, 
. Prevista en el art. 27.3, a) dmoede.
. Art. 27.3, b) dmoede.
. Art. 27. 3, c) dmoede.
14. Así se ha reconocido expresamente por nuestro tc en sus sentencias, véase entre otras, 11/1983, de 21 de 
febrero, 102/1997, de 22 de mayo.
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blanqueo del producto del delito, falsificación de moneda, incluida la falsificación del euro, 
delitos de alta tecnología, en particular delito informático, delitos contra el medio ambiente, 
incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y de especies y variedades vegetales 
protegidas, ayuda a la entrada y residencia en situación ilegal, homicidio voluntario, agresión 
con lesiones graves, tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos, secuestro, detención ilegal y 
toma de rehenes, racismo y xenofobia, robos organizados o a mano armada, tráfico ilícito de 
bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte, estafa, chantaje y extorsión de 
fondos, violación de derechos de propiedad industrial y falsificación de mercancías, falsifica-
ción de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos, falsificación de medios de 
pago, tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento, tráfico ilícito de 
materiales radiactivos o sustancias nucleares, tráfico de vehículos robados, violación, incendio 
voluntario, delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, secuestro de 
aeronaves y buques, sabotaje.
Desde el punto de vista del principio de legalidad se ha sostenido que dicha supre-
sión conculca una garantía del Estado de Derecho.15 En contra de esta postura se 
alega que la gran mayoría de los hechos que se pueden subsumir en alguna de las 
categorías previstas en la lista del art. 2.2 de la Decisión Marco son considerados 
delitos en todos los Estados de la Unión, por lo que exigir la doble incriminación 
para ellos se antoja superflua.16 No compartimos esta opinión porque no se puede 
justificar la inexigencia de la doble incriminación afirmando que es de «ciencia 
ficción»17 imaginar que los hechos por los que un Estado emisor de la Euroorden 
no sean constitutivos de delito en el Estado de ejecución. 
Por otro lado, cuando se analiza el listado se observa la falta de concreción y la 
ambigüedad excesiva de las figuras delictivas para las que no se exige la doble 
incriminación que son capaces de albergar dentro de cada Estado conductas de 
lo más dispares situación «totalmente incompatible con el principio de legalidad 
extradicional»18 y que tiene como resultado que se propicie la desigualdad y, por 
lo tanto, inseguridad jurídica».9 Por ejemplo, entre otros. ¿Qué es delito infor-
mático? ¿Qué es racismo y xenofobia? ¿Qué es tráfico ilícito de órganos y tejidos 
humanos? ¿Qué es el robo organizado?
15. En este sentido, v. González-cuéllar serrano,  N., «La “Euroorden”: hacia…», cit., págs. 2 y 3; lópez 
orteGa, j. j., «El futuro de la extradición en Europa (Una reflexión desde los principios del Derecho europeo 
extradicional)», en Apéndice en Derecho extradicional, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pág. 327.
16. V. Conclusiones del Abogado General de tjce, Sr. Ruiz-Jarabo Colomer en el Procedimiento de Petición de 
Decisión Prejudicial planteada por el Tribunal de Arbitraje de Bélgica sobre la validez de la dmoede (Asunto 
C-303/05). Se pueden consultar en http://curia.europa.eu. Concretamente, la  Conclusión núm. 93. Además, 
añade en la Conclusión núm. 94, que «el distinto régimen no tiene mayor relieve que asegurar la entrega del 
perseguido o condenado por un delito grave a la autoridades de un sistema judicial homologable con el pro-
pio, que respeta los principios del Estado de Derecho y garantiza al interesado sus derechos fundamentales, 
incluidos los que operan en el curso del proceso penal».
17. cuerda riezu, A., De la extradición a la «euroorden» de detención y entrega, Ed. Centro de Estudios 
Ramón Areces, Madrid, 2003, pág. 96. En contra, lópez orteGa, J. J., La orden de detención..., cit., pág, 30, 
señala que la orden de detención europea no es sólo un instrumento contra la criminalidad organizada y a gran 
escala, sino que es «aplicable a algunos delitos que no revisten la suficiente gravedad para prescindir de un 
principio de tan arraigada tradición como es la exigencia de la doble incriminación».
18. lópez orteGa, J. J., «El futuro de la extradición…», cit., pág. 327.
9. cuerda riezu, A., De la extradición…, cit.,  pág. 97.
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Entonces cabe preguntarse por qué se suprimió la doble incriminación para de-
terminados delitos que tan siquiera se sabe qué conductas son las que penalizan,20 
máxime teniendo en cuenta que en la actualidad ya se había superado la interpreta-
ción de la doble incriminación como necesidad de coincidencia exacta de los tipos 
delictivos y que aquélla sólo significa «que conforme al ordenamiento del Estado 
requerido el hecho sea penalmente relevante y consiguientemente, que atendida la 
naturaleza del hecho pueda afirmarse que también habría dado lugar a la incoación 
de un proceso penal contra el reclamado». 
Ahora bien la innecesariedad de la doble incriminación produce el resultado de 
«la aplicación en la Unión Europea de un Derecho Penal de máximo cuya frontera 
queda definida por los límites de los tipos incardinables en las categorías del lista-
do que tengan a bien establecer los Estados que mayor alcance otorguen a la repre-
sión penal», es decir, de la aplicación del ordenamiento penal más punitivo,24 lo 
cual tiene como resultado que cuando se procede por un Estado de ejecución a la 
entrega de una persona reclamada por un hecho que el Estado emisor ha calificado 
como alguno de los delitos previstos en el listado del art. 2.2 de la Decisión Marco, 
siempre que esté castigado con por lo menos tres años de privación de libertad, 
aunque no constituya delito en el Estado de ejecución o bien esté castigado con 
una pena menor, se estará vulnerando el principio de legalidad.25
En julio de 2005 el Tribunal de Arbitraje de Bélgica planteó ante el Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas una cuestión prejudicial, que se centraba en 
dos aspectos distintos: primero, si vulneraba el principio de igualdad al no exigir 
la doble incriminación para los hechos susceptibles de subsumirse en la lista del 
art. 2.2 de la Decisión Marco; y, segundo, si el listado del citado artículo respetaba 
el principio de legalidad, dada la carencia de criterio para incluir las categorías de 
delitos en la lista y su indeterminación. Ante dichas cuestiones el Abogado Gene-
ral sugería al Tribunal de Justicia que declarase que no se vulnera el principio de 
legalidad. Justificaba su conclusión afirmando que la observancia de dicho prin-
cipio se exige respecto del legislador del estado emisor y de la autoridad judicial 
20. Señala lópez orteGa, J. J., «El futuro de la extradición…», cit., pág. 329: «cada Estado con total libertad, 
podrá incorporar en la legislación de desarrollo las infracciones, que según su criterio, estime comprendido en 
el listado de infracciones incluidas en la Decisión Marco», por ejemplo, añade en relación con la estafa «cabe 
preguntarse si la decisión marco faculta a cada Estado miembro de la Unión Europea para considerar estafa 
cualquier incumpliendo de la obligación de pago, sin que tan siquiera el requisito fundamental de la existencia 
de un ‘engaño bastante’ resulte necesario, a pesar de ser determinante, conforme a nuestra legislación, para 
apreciar la existencia de esa infracción, que sólo en tales condiciones podrá quedar incluida al incorporar la 
Decisión Marco a nuestro Derecho interno».
. En España, entre otros, tc 412/2004, en la que el Alto Tribunal expresa que «la exigencia de doble incri-
minación en los Estados requirente y requerido no exige que los tipos delictivos que sancionan la conducta 
perseguida tengan la misma estructura y naturaleza, sino tan sólo que la misma conducta sea objeto de sanción 
penal en ambos Estados».
. lópez orteGa, J. J., «El futuro de la extradición…», cit., pág. 329.
. González-cuéllar serrano, N., «La “Euroorden”: hacia…», cit., pág. 3.
24. schünemann, B., Peligros para el Estado de Derecho a través de la europeización de la Administración de 
Justicia Penal?, en aavv., «El Derecho Procesal Penal en la Unión Europea. Tendencias actuales y perspecti-
vas de futuro», Ed. Colex, Madrid 2006, págs. 24  y 25.
25. Afirma González-cuéllar serrano, N., «La “Euroorden”: hacia…», cit., pág. 3: «el principio de legali-
dad se vulnera cuando se colabora en la aplicación de un Derecho Penal que no es Derecho Penal en el Estado 
de ejecución, lo cual se produce cuando no se exige la doble incriminación».
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que emita una Euroorden entendiendo, por tanto, que se satisface el principio de 
legalidad siempre que se curse una Euroorden por hechos tipificados como delito 
en el Estado de emisión.
 Se observa que no se entraba en el fondo del asunto, es decir, ¿vulnera la inexi-
gencia de la doble incriminación el principio de legalidad? Obviamente resulta 
inimaginable que un Estado curse una Euroorden por un hecho que no constituya 
delito en su ordenamiento, lo que se plantea en cambio, es si la supresión de la do-
ble incriminación para los treinta y dos delitos de la lista puede suponer una lesión 
al principio de legalidad en el Estado de ejecución. Además el Abogado General 
en sus conclusiones afirmaba que al estado de ejecución, cuando se le solicite la 
entrega por uno de los delitos del art. 2.2 de la Decisión Marco, «le atañe igual-
mente el respeto al principio de legalidad» (Conclusión núm. 104). 
Pero, por tanto ¿cómo puede observar el Estado de ejecución que se respeta el 
principio de legalidad si no exige la doble incriminación? El Abogado General ma-
nifiesta en su Conclusión 106 que: «si después de recurrir a los medios arbitrados 
por la Decisión marco para solventar las dificultades y obtener una interpretación 
uniforme por la vía prejudicial, el juez que ejecuta la Euroorden alberga dudas so-
bre la calificación jurídica de los hechos que la motivan y sobre su subsunción en 
algunas de las treinta y dos conductas del reiterado art. , apartado , ha de acudir 
a lo estipulado en los apartados 1 y 4 del citado artículo», es decir, que el Juez del 
Estado de ejecución tendrá que observar si concurre la doble incriminación. ¿No 
es una contradicción afirmar que la inexigencia de la doble incriminación no le-
siona el principio de legalidad y que en caso de duda por parte del Juez que ha de 
ejecutar la Euroorden éste tendrá que exigir la doble incriminación? 
El 3 de mayo de 2007,26 el Tribunal de Justicia dictó su sentencia validando la 
Euroorden, pero sin entrar en el fondo del asunto, es decir, sin resolver si la De-
cisión Marco vulnera el principio de legalidad del Estado de ejecución cuando se 
procede a ejecutar una euroorden, colaborando así en el enjuiciamiento y castigo 
de una acción o para la ejecución de una sanción, que no es constitutiva de delito 
en el Estado de ejecución. El Tribunal se ha limitado a afirmar que  «si bien es cier-
to que el artículo , apartado , de la Decisión marco suprime el control de la doble 
tipificación para las categorías de infracciones mencionadas en esta disposición, 
no lo es menos que la definición de estas infracciones y de las penas aplicables 
sigue siendo competencia del Derecho del Estado miembro emisor, que, como se 
dispone por lo demás en el artículo 1, apartado 3, de esta misma Decisión marco, 
debe respetar los derechos fundamentales y los principios jurídicos fundamentales 
consagrados en el artículo 6 ue y, por ende, el principio de legalidad de los delitos 
y las penas». 
26. Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 3 de mayo de 2007. (Asunto 
C-303/05.) Se pueden consultar en http://curia.europa.eu.
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Obviamente, la supresión de la doble incriminación no supone ningún problema 
en el Estado de emisión, que es el que acuerda la Euroorden, la lesión del principio 
de legalidad ante la inexigencia de la doble incriminación sólo acontece o se puede 
dar en el Estado de ejecución, pero sobre esta cuestión no se ha pronunciado el 
Tribunal.
Así pues, nos podremos encontrar con situaciones en las que un ciudadano podrá 
ser privado de su derecho fundamental a la libertad con la finalidad de que sea en-
juiciado o cumpla condena en el Estado emisor de la Euroorden en aplicación de 
su ley por un hecho que, en el Estado de ejecución, no merece reproche penal.27 
Por otro lado, la supresión de la doble incriminación también vulnera el principio 
de igualdad cuando entra en juego con el principio de ne bis in idem. Por ejemplo, 
un Estado de la Unión Europa puede solicitar a otro Estado que le entregue a un 
sujeto por un hecho que no constituye delito en éste último. En el caso de que el 
sujeto reclamado hubiese sido previamente sometido a un proceso en el Estado 
de ejecución y se le hubiese exculpado, por no ser su conducta constitutiva de in-
fracción penal, mediante una resolución con efectos de cosa juzgada, no se podría 
proceder a ejecutar la euroorden en aplicación del art. 3.2 de la Decisión Marco y 
el art. 54 del Convenio de Aplicación del Acuerdo de Schengen.
Sin embargo, si el sujeto reclamado no ha sido sometido a un proceso previo en el 
Estado de ejecución, aunque el hecho no sea constitutivo de un delito en el Estado 
de ejecución, si se puede calificar como alguno de los previstos en el art. 2.2 de 
la Decisión Marco, se tendrá que proceder a su entrega. Como señala González-
Cuéllar Serrano (2006): «queda así conformada una situación en sí misma inco-
herente, intolerable desde la consideración de la libertad como valor superior del 
ordenamiento y desde el entendimiento de la seguridad jurídica como principio 
prohibitivo de toda arbitrariedad».
La confianza de los Estados en el respeto por sus socios europeos de los prin-
cipios de libertad, democracia y Estado de Derecho, así como de los derechos 
fundamentales garantizados por el Convenio Europeo de Derechos Humanos y 
de la Libertades Fundamentales de 1950, no significa que nos encontremos ante 
sistemas judiciales homologables28 porque no olvidemos que cada Estado en el 
ejercicio de su soberanía atribuye distinto valor a los bienes y derechos jurídi-
cos, lo que impide que podamos hablar de coincidencia de valores en los países 
de la Unión.
27. lópez orteGa, J. J., «La orden de detención...», cit., págs. 30 y 31, señala que el «rigor del principio de 
legalidad queda tan mermado, que prácticamente se vuelve irreconocible, cuando se autoriza la entrega por 
la simple inclusión del hecho en el que se basa la reclamación en una noción en muchos casos extraña al 
Derecho penal».
28. Afirma el Abogado General de tjce en su Conclusión núm. 94, en relación con la supresión de la doble 
incriminación para los delitos del listado del art. 2.2 de la Decisión Marco que «la proporcionalidad de la 
medida resulta indiscutible, ya que el distinto régimen no tiene mayor relieve que asegurar la entrega del 
perseguido o condenado por un delito grave a las autoridades de un sistema judicial homologable con el pro-
pio, que respeta los principios del Estado de Derecho y garantiza al interesado sus derechos fundamentales, 
incluidos los que operan en el curso del proceso penal».
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Se aduce que la solución a los problemas y dificultades que plantea en la prác-
tica la supresión de la doble incriminación para los delitos previstos en el listado 
del art. . dmoede vendría dada con la armonización de los Derechos Penales 
europeos.9 Ahora bien, no debemos olvidar que el fin del Derecho Penal es la pro-
tección de los bienes jurídicos que una sociedad considere esenciales y no puede 
convertirse en el medio para que la Euroorden se pueda aplicar.30 La homogeniza-
ción de las conductas penales estará o no justificada desde una óptica distinta a la 
facultad de aplicación del principio de reconocimiento mutuo, una óptica basada 
en los fines propios del Derecho Penal. Por otro lado, una posible unificación de 
los delitos no impediría que en un determinado hecho se considere subsumible en 
un tipo penal o en otro en atención a las diferentes interpretaciones que sostengan 
los tribunales de cada país.
9. Gómez-jara díez, C., «Orden de Detención Europea: Reflexiones sobre su fundamento en el principio de 
reconocimiento mutuo», Diario La Ley, julio 2004, núm. 6069, págs. 2 a 23.
30. Como manifiesta, González-cuéllar serrano, N., «La “Euroorden”: hacia…», cit., pág. 3: «la definición 
de las acciones y omisiones penalmente reprochables no puede tener el endógeno fin de propiciar su sencilla 
aplicación, sino que ha de responder a la finalidad, constitucionalmente legítima, de tutelar bienes jurídicos 
esenciales en la medida y con la intensidad estrictamente necesarias. Así pues, la armonización y los efectos 
múltiples que produce, de penalización y despenalización de conductas e incremento y disminución de san-
ciones en los distintos Estados, únicamente se justifica cuando la creación normativa homogeneizadora sirva 
para proteger o mejorar la tutela de un bien jurídico importante o para ajustar la reacción penal al volumen de 
sanción necesario para lograrlo».
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4.1. Introducción 
La Orden Europea de Detención y Entrega es la resolución judicial que emite 
el órgano jurisdiccional español, dirigida a la autoridad judicial de otro Estado 
de la Unión Europea, solicitando la búsqueda, captura, detención, y,  en su caso, 
posterior entrega de una persona que se encuentra en su territorio, para así poder 
enjuiciarla o hacerle cumplir una sentencia firme, condenatoria a una pena o medi-
da de seguridad privativa de libertad, que ha recaído en su contra (art. 1.1 loede), 
por ello, con carácter previo a su emisión se requiere que se haya dictado un auto 
en el que se acuerde la privación de libertad del reclamado, o bien una sentencia 
condenatoria.1
4.2. Objeto de la Orden Europea Detención y Entrega
¿Cuándo un órgano jurisdiccional español podrá dictar una Euroorden?
1) Cuando se quiera enjuiciar a una persona que se encuentre refugiada en otro 
Estado de la Unión, siempre que la pena o medida de seguridad prevista en 
el Código Penal para el hecho criminal que se le impute tenga una duración 
máxima de al menos 12 meses (art. 3.1 a) loede). La pena que se ha de tomar 
en consideración es la pena en abstracto.
2)  Cuando sea necesario para proceder a la ejecución de una sentencia firme con-
denatoria a una pena o medida de seguridad privativa de libertad igual o supe-
rior a cuatro meses (art. 5.1, b) loede).
4.3. Competencia
¿Qué órgano jurisdiccional puede dictar una Euroorden?
Será competente para emitir una Euroorden es aquél que esté conociendo del pro-
ceso penal en el que procede dictar éste tipo de órdenes (art. 2.1 loede).
Cuando la Euroorden se emita para proceder a ejercer acciones penales (art. 5.1, a) 
loede), ésta  podrá ser dictada por alguno de los órganos competentes para la ins-
trucción de las causas penales. Atendiendo al criterio objetivo y territorial podrán 
hacerlo cualquiera de los siguientes órganos:
1. Señala Penin Alegre, C., «Problemas ante la emisión de una Orden Europea», en Derecho y Justicia Penal 
en el Siglo xxi. Liber Amicorum en Homenaje al Prof. Antonio González-Cuéllar García, Ed. Colex, Madrid, 
2006, págs. 1094 y 1095, que a pesar de que el art. 1.1 loede atribuye a la euroorden la condición de resolu-
ción judicial, «no es una resolución en sí, sino que precisará el que ésta se dicte con carácter previo, bien a 
través de un auto acordando la privación de libertad, bien de una sentencia que imponga ésta como una pena 
o medida».
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a) Juzgados de Instrucción (arts 87 lopj y 14.2 lecrim).
b) Juzgados de Violencia sobre la Mujer (arts. 87 bis y 87 ter lopj y 14.2 lecrim).
c) Juzgado Central de Instrucción  (arts. 88 lopj, 14.2 lecrim,  lGp).  
d) Juzgados de Menores  (arts. 96 lopj y  lorrpm).
Si la Euroorden se dicta para que se busque, capture y entregue a una persona para 
que se pueda ejecutar una condena privativa de libertad en su contra, será compe-
tente el órgano jurisdiccional que esté conociendo de la fase de juicio oral o bien 
de la ejecución de la pena. Podrán emitirla:
a)  Juzgados de lo Penal (arts. 89 bis lopj y 14. 3 lecrim).
b)  Juzgados Centrales de lo Penal (arts. 89 bis 3 lopj y 14. 3 lecrim).
c)  Juzgados de Menores  (arts. 96  lopj y  lorrpm).
d)  Audiencias Provinciales (arts. 82 lopj y 14.4 lecrim).
e)  Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (arts. 64 bis, 65 lopj y 14.4 lecrim).
f)  Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia, para aforados 
(art. 73.3 lopj).
g)  Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, para aforados (art. 57 lopj).
h)  Juzgados de Vigilancia Penitenciaria (arts. 94 lopj y 76 a 78 lGp), en caso de 
que la persona hubiese huido una vez ingresada en el establecimiento peniten-
ciario.
La Euroorden podrá ser acordada de oficio o a instancia de parte, siendo el auto 
(art. 141, III lecrim) por el que se acuerde o deniegue la misma recurrible en  re-
forma o súplica.  Si el auto es acordado durante la fase de instrucción se podrá 
plantear recurso de reforma (art. 217 lecrim), mientras que si la Orden Europea de 
Detención y Entrega es dictada en fase del juicio oral se podrá interponer recurso 
de súplica (art. 236 lecrim).
4.4. Contenido
¿Qué información debe contener una Euroorden?
La información que debe incluirse en una Euroorden se establece en el art. 3 loede 
de conformidad con lo previsto en el art. 8 de la Decisión Marco. De conformidad 
con el citado art.  loede, será necesario que el órgano jurisdiccional español com-
petente para dictar aquélla cumplimente la Euroorden en una de las lenguas que 
sean oficiales en el Estado de ejecución, o bien en alguno de los idiomas que el Es-
tado de ejecución, sin ser su lengua oficial, haya aceptado. La aceptación se debe 
realizar mediante declaración depositada en la Secretaría General del Consejo. De 
acuerdo con el Protocolo relativo a la aplicación de la Euroorden redactado por 
el Ministerio de Justicia, se tendrá que cumplimentar la solicitud de la Euroorden 
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en español, acompañada de una traducción al idioma oficial o al aceptado por el 
Estado de ejecución, si se transmite de forma directa. Mientras que para el resto 
de supuestos, el Ministerio manifiesta que la solicitud de la Euroorden tendrá que 
ser remitida en español a la Oficina sirene en España y a ocn Interpol, y una vez 
sea localizada y detenida la persona reclamada, el órgano jurisdiccional español 
remitirá en un breve plazo de tiempo la traducción de la solicitud al idioma oficial 
u aceptado en el Estado de ejecución.
Si el formulario en que se transmite la Euroorden no recoge toda la información 
preceptiva, es decir, la que se establece en el art. , el Juez Central de Instrucción 
solicitará a la autoridad judicial del Estado de emisión la información omitida. 
También se prevé la posibilidad de que el Juez Central de Instrucción solicite in-
formación complementaria en relación con las causas de denegación o que puedan 
condicionar la entrega (art. 15.1 loede). Si se solicita información complementaria 
o adicional, el Juez Central de Instrucción señalará un plazo para que el órgano 
requerido envíe la información respetando en todo caso, los plazos previstos en 
el art. 9 loede para decidir sobre la entrega de la persona reclamada (art. 15.2 
loede).
El contenido de una Euroorden es el siguiente:
1)  Se ha de hacer constar la identidad y nacionalidad de la persona reclamada.
2)  El nombre, dirección, número de teléfono y de fax, y la dirección de correo 
electrónico del titular del órgano jurisdiccional que emite la Euroorden.
3)  Se ha de determinar la decisión que sirve de base para emitir la Euroorden.
Si la Orden Europea de Detención y Entrega se dicta para proceder al ejercicio 
de acciones penales será necesario que se haga constar la resolución que se ha 
dictado en el marco del proceso penal español, que sirve de base para que se 
pueda formular una Euroorden (auto de procesamiento, auto de prisión o liber-
tad provisional, o bien el auto ordenando la detención) solicitando la entrega 
de una persona. 
Por otro lado, si la finalidad de la Euroorden es ejecutar una sentencia firme, 
se tendrá que expresar la referencia de la misma. Si ésta se hubiese dictado en 
rebeldía será necesario que se haga constar que se siguieron todas las exigen-
cias legales para celebrar el juicio en ausencia del acusado (arts. 775 y 786. 1, 
ii lecrim).
La loede no exige que se acompañe copia de la resolución en virtud de la que 
se acuerda una Euroorden (del auto por el que se resuelve acordar una medida 
cautelar, o de la sentencia firme de condena), a diferencia de lo que ocurre 
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en el procedimiento de extradición activa (art. 832 lecrim). En cualquier caso, 
nada impide que se pueda acompañar copia de aquélla, traducida al idioma en 
el que se redacte la Euroorden.
4)  Se debe especificar cómo se califican los hechos de acuerdo con el Derecho 
español.
La información relativa a la calificación de los hechos criminales es uno de los 
aspectos más importantes en cuanto al contenido de la Euroorden, que en la 
práctica puede suscitar más problemas porque atendiendo a la calificación del 
hecho criminal ya que nos podemos encontrar situaciones en las que sea nece-
sario que el Estado de ejecución, en el que se encuentre refugiada la persona re-
clamada, tenga que examinar o no si los hechos son constitutivos de delito o no 
en su legislación, es decir, si concurre el principio de la doble incriminación. Si 
los hechos se pueden subsumir en alguna de las categorías delictuales estable-
cidas en el art. 9. loede, y además lleva aparejada una pena o medida de segu-
ridad privativa de libertad cuya duración máxima sea, al menos, de tres años en 
el ordenamiento español, el Estado de ejecución no tendrá que examinar si los 
hechos son constitutivos de delito de acuerdo con su legislación. Ahora bien, en 
la práctica nos podemos encontrar con problemas de armonización.
5)  El formulario que contiene la Euroorden deberá comprender una descripción de 
las circunstancias del hecho delictivo, en concreto del «momento, lugar y gra-
do de participación» que en su comisión tuvo la persona reclamada (ann núm. 
109/2008 de 8 de septiembre):
El articulo 3º e) de la Ley 3/2003 de 14 de marzo sobre la Orden Europea de Detención y En-
trega, refiriéndose al contenido de la misma, precisa que ha de contener «una descripción de 
las circunstancias en las que se cometió el delito, incluido el momento, el lugar y el grado de 
participación en el mismo de la persona reclamada». Es evidente que la oede que analizamos 
incumple de manera flagrante tal requisito. Se habla en ella del uso de violencia por parte del 
reclamado, silenciándose qué clase de violencia y contra quien o quienes la ejerció. Se dice que 
José Augusto profirió «palabras y expresiones ofendedoras» pero se omite detallar contra qué, 
quien o quienes».
6) Se debe especificar la pena: si el objeto de la Euroorden es proceder al cumpli-
miento de una sentencia firme de condena, en ella se tendrá que indicar la pena 
exacta a la que ha sido condenada, y si el objeto de Euroorden es la entrega de 
la persona reclamada para su enjuiciamiento, será preceptivo indicar cuál es la 
escala de penas que establece el Código Penal para el hecho criminal por el que 
se dicta la Orden Europea de Detención y Entrega.
7) En su caso, también será necesario que se especifiquen otras consecuencias 
jurídicas del delito.
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Por tanto, será necesario que, en su caso, se haga constar,  si además de la pena o 
medida de seguridad privativa de libertad, se ha impuesto alguna pena privativa 
de derechos, una pena pecuniaria, o una pena accesoria a la privativa de libertad 
(arts. 32 a 60 cp).
4.5. Transmisión de la Orden Europea de Detención 
       y Entrega
La comunicación de una Euroorden, dictada por la autoridad judicial española que 
esté conociendo del asunto al órgano competente del Estado miembro en el que se 
halle el sujeto reclamado, está condicionada a si se tiene o no conocimiento de su 
paradero.
a) Paradero conocido
Si el órgano jurisdiccional español conoce el paradero de la persona que reclama, 
podrá ponerse en contacto directamente con el órgano jurisdiccional del Estado 
miembro que sea el competente para ejecutar la solicitud de detención y, en su 
caso, la entrega de la persona reclamada (art. 6.1 loede).   
El art. 7 loede, en su párrafo primero, prevé que la transmisión de la Euroorden 
se podrá realizar «por cualesquier medio que pueda dejar constancia escrita», si 
bien se recomienda que se haga también por fax y mensajería urgente, con obje-
to de poder permitir al órgano jurisdiccional del Estado de ejecución que pueda 
«establecer su autenticidad», añadiendo en el párrafo segundo que en caso de que 
se suscite alguna cuestión relativa a la autenticidad de algún documento necesa-
rio para poder ejecutar la Orden Europea de Detención y Entrega, se tendrá que 
resolver a través de la comunicación directa entre los órganos jurisdiccionales de 
los Estados implicados.4
Cuando el órgano jurisdiccional español sepa el paradero de la persona reclamada, 
pero no tenga conocimiento de cuál es el órgano competente al que transmitirle 
directamente la Euroorden podrá hacer las indagaciones suficientes a través de la 
Red Judicial Europea.5
No obstante, aunque conozca el paradero de la persona reclamada, el órgano ju-
risdiccional puede introducir la descripción de la persona en el Sistema de Infor-
mación Schengen (art. 9.3 loede),6 en adelante sis, o bien,  en el caso, de que no 
se pueda recurrir a introducir los datos de  la persona reclamada en el sis, se podrá 
.  Art. 9.  dmoede.
. Art. 10.4 dmoede.
4. El precedente inmediato de esta disposición se encuentra en el art. 6 del Convenio de la Unión Europea 
relativo a la asistencia judicial de 2002.
5. Art. 10.1 dmoede. La Red Judicial Europea fue creada por una Acción común de 29 de junio de 1998, pu-
blicada en el doce L 191, de 7de julio de 1998; sobre la Red Judicial Europea, véase lourido rico, A. M., La 
asistencia judicial penal en la Unión Europea, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, págs. 213 a 218.
6. Art. 9.  dmoede.
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acudir a la interpol (art. 6.5 loede) para transmitir la Euroorden. Así, el órgano 
jurisdiccional cumplimentará el formulario que contiene la Euroorden, y se lo re-
mitirá a la oficina sirene España o a la ocn Interpol, o a ambas simultáneamente, 
configurándose de esta manera la solicitud de detención y entrega como una Euro-
orden y como una orden internacional de busca y captura.
Transmitida la Orden Europea de Detención y Entrega, la autoridad judicial espa-
ñola podrá solicitar a la autoridad e ejecución cualquier información complemen-
taria que pueda ser útil para la ejecución de la entrega de la persona reclamada (art. 
art. , iii loede).
Además es preceptivo que los órganos jurisdiccionales que acuerden y emitan una 
orden de detención, remitan copia de las mismas al Ministerio de Justicia (art. 7, 
iv loede).
b) Paradero desconocido
En este caso se pueden utilizar dos formas de difusión internacional de la Euroor-
den, a saber, a través del sis (art. 6.2 loede), o de la Interpol (art. 6.5 loede).
c) Paradero desconocido y el Sistema de Información Schengen (sis) 
El sis se encuentra regulado en el Título IV del Convenio de Aplicación del Acuer-
do de Schengen, de 19 de junio de 1990. El sis consiste en una base de datos que 
contiene las «descripciones de personas buscadas para su detención a efectos de 
extradición, cuya introducción en el sistema es competencia exclusiva de las auto-
ridades judiciales, para permitir una transmisión rápida y eficaz de tales datos y la 
consulta automatizada de los mismos en el territorio de las Partes contratantes al 
efectuar controles en fronteras y controles policiales, principalmente».
La Ley establece que cuando se desconozca el paradero de la persona reclamada, el 
órgano jurisdiccional podrá decidir que se introduzca una descripción de la perso-
na reclamada en el sis (art. 6.2 loede). La descripción de la persona reclamada, de 
acuerdo con el art. 95 del Convenio de Aplicación del Acuerdo de Schengen, tendrá 
que contener los siguientes datos: «a) Autoridad que pide la detención; b) La exis-
tencia de una orden detención o un documento que tenga la misma fuerza, o de una 
sentencia ejecutoria; c) El carácter y la calificación legal de la infracción; d) La des-
cripción de las circunstancias en que se cometió la infracción, incluidos el momento, 
el lugar y el grado de participación de la persona mencionada; y e) En la medida de 
lo posible, las consecuencias de la infracción». 
El sis cuenta con unas oficinas nacionales denominadas sirene. A través de la ofici-
na sirene en España, el órgano jurisdiccional español que pretenda la detención de 
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una persona ordenará que se introduzca una descripción de la persona reclamada, 
o le remitirá la Euroorden para que la introduzca en el sis, información que será 
transmitida a todas las oficinas sirene, acompañada una traducción al inglés o al 
francés, difundiéndose de esta forma la solicitud de detención entre los Estados 
parte en el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen
d) Paradero desconocido y Oficina Central Nacional de la Interpol 
Será conveniente que en caso de que no se conozca con certeza que la persona re-
clamada se encuentra en el ámbito territorial donde opera el Acervo de Schengen, 
se dé difusión internacional a la Orden Europea de Detención y Entrega a través 
de los servicios de la Interpol (art. 6.5 loede).
Si el órgano jurisdiccional español que esté conociendo del asunto decide dar di-
fusión internacional de la Euroorden tendrá que solicitar a la Oficina Central Na-
cional (ocn)7 que publique la información que contiene de la orden de detención 
europea en el Sistema de Información de la Interpol. Éste utiliza un instrumento 
denominado «difusiones internacionales», que sirve como medio para comuni-
car e intercambiase la información policial. En las difusiones internacionales se 
contiene la información personal relativa a los datos identificativos de la persona 
reclamada y los datos jurídicos que están registrados en el sistema de información 
policial con objeto de la cooperación policial internacional.8 La difusión inter-
nacional se redacta en los cuatro idiomas oficiales de la Interpol, árabe, español, 
francés e inglés.
Atendiendo al objeto de la comunicación internacional, ésta recibe una denomi-
nación.9 Si el objeto de la publicación de una difusión internacional es solicitar la 
detención de una persona para proceder a enjuiciarla, o ejecutar una sentencia dic-
tada en su contra, se utiliza la denominada «difusión roja». Por tanto, si se quiere 
transmitir la orden de detención europea a través de la Interpol se publicará una 
«difusión roja». Cuando la Euroorden se difunda mediante el sistema de informa-
ción de la Interpol operará a la vez como una orden de detención internacional.
e) Supuesto especiales: Gibraltar
Cuando se quiera solicitar la entrega de una persona que se encuentra en la colonia 
británica de Gibraltar, el órgano jurisdiccional español que dicte la Orden Europea 
de Detención y Entrega tendrá que enviársela a la autoridad competente del Reino 
de Unido.10
7. La Organización Internacional de Policía Criminal (Interpol) necesita de la cooperación activa de sus 
miembros para ello se designan en cada país un organismo denominado Oficina Central Nacional que es el 
encargado mantener el enlace con los diversos servicios del país; con sus homónimos en otros países; y con 
la Secretaría General de la Organización (v. arts. 31 y 32 Estatuto General de la oipc-interpol en http://www.
interpol.int).
8. Art. 1 Reglamento sobre tratamiento de la información para la cooperación policial internacional. 
9. Difusión roja, amarilla, azul, negra, verde o naranja.
10. DA-ª loede.
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4.6. Entregas temporales
La loede establece la posibilidad de que el órgano que dicte la Euroorden solicite 
la entrega temporal de la persona reclamada, o bien que se autorice al órgano ju-
risdiccional español para que se traslade al Estado de ejecución con el fin de tomar 
declaración a la persona reclamada. Hay dos supuestos de solicitud de entrega 
temporal, a saber, antes de que la autoridad del Estado de ejecución se pronuncie 
sobre si procede o no la entrega (art. 8.1 loede), o una vez se ha pronunciado a 
favor de la entrega pero el sujeto reclamado está sometido a un proceso penal por 
un hecho distinto en el Estado de ejecución (art. 8.2 loede).
a)  Antes de que el Estado de ejecución se pronuncie sobre la entrega
Cuando se  solicite la entrega de una persona a la que se le atribuye la comisión 
de unos hechos que lleven aparejados una pena o medida de seguridad privativa 
de libertad, cuya duración máxima sea al menos de un año, el art. 8.1 loede dice 
que se podrá solicitar al órgano jurisdiccional de ejecución, antes de que éste se 
pronuncie sobre si procede o no la entrega, y una vez se haya detenido a la persona 
reclamada, dos medidas distintas:
1)  el traslado temporal de la persona reclamada a España con la finalidad de 
que el órgano jurisdiccional que esté conociendo del proceso pueda practicar 
diligencias penales en relación con la misma, o bien solicitar que se le entre-
gue la persona reclamada para que se pueda celebrar la vista oral en España; 
o, por otra parte,
2)  que el Estado de ejecución le autorice a tomar declaración a la persona re-
clamada en su Estado. Corresponderá al órgano de ejecución asegurar que, si 
la persona reclamada no está detenida, pueda estar a disposición del órgano 
jurisdiccional.
b)  Después de que el Estado de ejecución se pronuncie sobre la entrega
También se prevé la posibilidad de que una vez acordada la entrega por la autori-
dad judicial competente del Estado de ejecución, éste decida suspender la entrega 
efectiva de la persona reclamada hasta que se la enjuicie o cumpla una condena en 
el Estado de ejecución por un hecho distinto al que hubiera motivado la Euroorden 
(art. 8.2 loede).
El objeto de la entrega temporal, al igual que en caso anterior, será para poder 
practicar diligencias penales o bien para que se pueda celebrar el juicio oral. Soli-
citado un traslado, el órgano del Estado de ejecución deberá acordar o bien que se 
le tome declaración en el Estado en el que se encuentra, o bien su entrega a España 
(art. 18.1 dmoede).
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Cuando la autoridad judicial española que acuerde una Euroorden opta por soli-
citar la autorización para trasladarse al Estado en el que se encuentra la persona 
reclamada con objeto de tomarle declaración, podrá designar a un Secretario judi-
cial para que le asista, de acuerdo con la previsión del art. 9. dmoede, a quien 
le corresponderá, si fuese necesario, leer las declaraciones del imputado (art. 402 
lecrim) y en todo caso  autorizar la declaración que hubiese realizado aquél (art. 
404 lecrim).
En la propuesta de Decisión Marco estaba prevista la videoconferencia y en este 
sentido, el Ministerio de Justicia en su «guía práctica» establece que «la autoridad 
judicial española puede considerar la posibilidad de emplear la videoconferen-
cia, en las condiciones que acuerde con la autoridad judicial de ejecución, para la 
práctica de las actuaciones procesales pertinentes y que el ordenamiento español 
permita llevar a cabo sin la presencia física del reclamado».
. Establece el art. 9. dmoede que la autoridad judicial tomará la declaración de la persona reclamada, 
asistida «por cualquier persona designada de conformidad con el Derecho del Estado miembro del órgano 
jurisdiccional solicitante».
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TEMA 5




5.3. Hechos que dan lugar a la entrega
 5.3.1. Sin control de la doble incriminación
 5.3.2. Con control de la doble incriminación
5.4. Condiciones
5.5. Causas de denegación de la entrega
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5.1. Introducción
Desde el 1 de enero de 2004 se aplica el procedimiento de entrega previsto en la 
loede en relación con las solicitudes de Euroorden que se reciban en España.
A tenor de la dt .ª ª, el procedimiento de ejecución que se establece en la loede es 
aplicable para el cumplimiento de las Euroorden que se emitan con posterioridad a 
su entrada en vigor (18 de marzo de 2003), aun cuando se refieran a hechos anterio-
res a la misma. Cabe plantearse si esta disposición vulnera el principio de irretroac-
tividad. Como regla, la aplicación en el tiempo de las normas procesales atiende al 
momento en que se realiza dicho acto, sin embargo, en el proceso penal: 
las medidas restrictivas de derechos fundamentales deberían regirse por las normas vigentes 
en el momento de la comisión del hecho constitutivo del objeto del proceso o la posterior, si 
es más favorable, debido a que el principio de irretroactividad no sólo se proyecta sobre las 
normas sancionadoras, sino también sobre las restrictivas de los derechos individuales (art. 9.3 
ce), en especial cuando se trata de limitaciones del derecho a la libertad que el ordenamiento 
considera equivalentes a las sanciones a efectos de ejecución de una sentencia condenatoria. 
Sin embargo, el tc en sus sentencias 83/2006, de 13 de marzo, y 293/2006, de 10 
de octubre, considera dicha disposición constitucional atendiendo al siguiente 
fundamento: «Las leyes que regulan la extradición y la Euroorden ni son leyes 
penales ni leyes sancionadoras, por lo que no resulta de aplicación la prohibición 
constitucional de retroactividad de las Leyes penales no favorables al reo (art. 
25.1 ce)».
5.2. Competencia
a) Los Juzgados Centrales de Instrucción
El Juzgado Central de Instrucción realiza las actuaciones iniciales una vez recibida 
la Euroorden (art. 10 loede).
Acordará mediante auto la entrega de la persona reclamada, si ésta consiente en ser 
entregada al Estado que la reclama y el Ministerio Fiscal no observa que puedan 
concurrir alguna de la causas que pudieran impedir la entrega, o que condicionen 
. En el año 2004 España recibió un total de 461 solicitudes de entrega a través de Euroórdenes de las que 306 
han sido aceptadas, y un total de 247 fueron ejecutadas, véase Consejo de la Unión Europea. Documento núm. 
7155/2/05 copen 49 ejn 15 eurojust 15, de 4 de abril de 2005 cit.
. González-cuéllar serrano, N., «La “Euroorden”: hacia…», cit., pág. 4, que añade que ya las sstc 32/1987, 
de 10 de marzo, 34/1987, de 12 de marzo, 117/1987, de 8 de julio, y 88/1988, de 9 de mayo, «consideraron 
que la naturaleza procesal de la norma limitativa del plazo máximo de duración de la prisión provisional no 
constituye un obstáculo para la aplicación de la ley vigente en el momento de comisión del hecho si es más 
favorable que una ley posterior».
. Manifiesta González-cuéllar serrano,  N., «La “Euroorden”: hacia…», cit., pág. 4, que: «la prohibición 
de la retroactividad de las normas limitativas del derecho a la libertad que, sobre la base del idéntico contenido 
material de la privación del derecho (con independencia de su significación formal como medida cautelar o 
como pena o medida de seguridad), la aplicación de la euroorden a hechos anteriores a la entrada en vigor de 
la Ley, constituye una infracción del principio de legalidad».
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la misma (art. 18.1 loede), o de oficio, no advierte que exista algún presupuesto 
procesal que pueda impedir la entrega.
Si la persona reclamada no consiente, o el Ministerio Fiscal alega alguna causa 
para denegar la entrega o el propio jci así lo entiende, éste elevará sus actuaciones 
a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (art. 18.2 loede). 
b)  La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional
Le corresponde resolver mediante auto si procede la entrega de la persona recla-
mada cuando ésta no consienta en ser entregada (art. 18.2 loede).
También tendrá que resolver si procede la entrega de la persona reclamada cuando, 
a pesar de que ésta hubiese consentido en ser entregada al Estado de emisión, el 
Ministerio Fiscal advirtiese que pudiese existir alguna causa que impidiese la mis-
ma (causas de denegación previstas en el art. 12 loede), o bien porque considerara 
que la entrega debería estar condicionada (art. 21 loede), de conformidad con el 
art. 18.2 de la Ley, o el jci lo hubiese advertido.
c)  El Ministerio de Justicia
En el procedimiento previsto para la entrega de personas en ejecución de una 
Euroorden no hay cabida para la intervención de ningún órgano político en el 
momento de resolver si procede o no la entrega de la persona reclamada. La única 
función atribuida al Ministerio de Justicia es la de «auxilio» a los órganos jurisdic-
cionales, sin poder intervenir en la decisión que se ha de tomar sobre si procede o 
no la entrega de la persona (art. 7.1 dmoede en relación con el art. . loede). En 
este sentido, le corresponde:
a) Si concurre una Euroorden con una solicitud de extradición por parte de un 
tercer Estado, corresponde al Ministerio de Justicia, en su calidad de Auto-
ridad Central, proponer al Consejo de Ministros qué solicitud es preferente 
(art. 23.2 loede).
b) Tiene competencia para recibir la información relativa al tránsito por territo-
rio español de una persona que haya de ser entregada a un Estado miembro 
como consecuencia de una Euroorden (art. 25 loede).
c) Debe estar informada de toda Euroorden que se acuerde por un órgano juris-
diccional competente español  (art. 7, iv loede), y de todas las solicitudes de 
detención y entrega en forma de Euroorden que reciba el Juzgado Central de 
Instrucción de la an (art. 10.3 loede).
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5.3. Hechos que dan lugar a la entrega
La loede, en desarrollo de lo previsto en el art.  de la dm, establece un doble 
sistema para establecer qué hechos dan lugar a la entrega. De un lado, un listado 
de delitos respecto a los que el órgano jurisdiccional español competente no va a 
poder analizar si concurre o no la doble incriminación (art. 9.1 loede), y de otro 
lado, un grupo de hechos punibles respecto a los que sí es posible que se examine 
si concurre el requisito de la doble incriminación o no (art. 9.2 loede).
5.3.1. Sin control de la doble incriminación (art. 9.1 loede)
No se requiere que la autoridad judicial española controle si el hecho objeto de la 
Euroorden está también tipificado en el Código Penal español, cuando el hecho 
punible objeto de la orden de detención se pueda subsumir en alguna de las cate-
gorías previstas en el art. 9. loede, y, además, esté castigado en el Estado emisor 
con una pena o medida de seguridad privativa de libertad de al menos tres años. 
En este caso, no se atiende a la cantidad de pena, sino que depende de si el objeto 
de la Euroorden es ejercer acciones penales contra la persona reclamada o que ésta 
cumpla una condena, de manera que se entiende que si el hecho criminal por el 
que se quiere proceder, bien sea para ejercer acciones o bien para que la persona 
reclamada cumpla una pena, se tendrá que atender sólo a la calificación que realiza 
el Estado de emisión, y de si la pena es de por lo menos de tres años de privación 
de libertad.
5.3.2. Con control de la doble incriminación (art. 9.2 loede)
Cuando el objeto de la Euroorden sea un hecho criminal que no se pueda calificar 
como ninguno de los delitos o categorías previstas en el art. 9. loede, el órgano 
jurisdiccional español, previamente a analizar si procede o no la entrega, tendrá 
que examinar qué pena lleva aparejada el hecho por el que se quiere enjuiciar a 
una persona, o bien qué pena ha sido impuesta, y además supeditará la entrega a 
la necesidad de que se cumpla el principio de la doble tipificación de los hechos, 
es decir, que los hechos sean también constitutivos de delito en España. Respecto 
a la  pena, está depende de cuál sea la finalidad de la entrega:
a)  Si se solicita la entrega de una persona para ejercer acciones penales en su 
contra, el hecho delictivo que se le atribuye debe estar castigado en el Estado 
de emisión con una privación de libertad, pena o medida de seguridad, cuya 
duración máxima sea por lo menos de un año.
44M.a Ángeles Pérez Cebadera - ISBN: 978-84-692-5499-8 Instrumentos de cooperación judicial penal I -  UJI
b) Si se reclama a una persona para que cumpla una sentencia condenatoria, la 
pena o medida de seguridad impuesta debe ser por lo menos de cuatro meses de 
privación de libertad.
De esta manera, si el hecho criminal objeto de la Euroorden no se puede calificar 
como ningún delito del listado, la autoridad judicial antes de acordar, en su caso, la 
entrega, observará si concurre el requisito de la pena, y comprobará si los hechos 
son constitutivos de delito en el ordenamiento español, «con independencia de los 
elementos constitutivos o de su calificación» (art. 9.2  in fine). 
5.4. Condiciones
Se establecen en la loede dos casos en los que la autoridad judicial española  pue-
de exigir al Estado emisión que cumplan determinadas condiciones para poder 
proceder a la entrega:
1)  Si se solicita la entrega de una persona para que cumpla una sentencia por un 
delito castigado con una pena o medida de seguridad privativa de libertad a per-
petuidad, la entrega por parte del órgano jurisdiccional español estará condicio-
nada a que se prevea en el ordenamiento jurídico del Estado de emisión algún 
instrumento para la revisión de la pena, o la posibilidad de que se le apliquen 
medidas de clemencia (11.1 loede).
Por tanto, si el Estado de emisión no se compromete a ofrecer a la persona 
reclamada la posibilidad de revisar la pena o medida de seguridad privativa de 
libertad a perpetuidad, España no entregará a la persona reclamada. 
2)  Si se solicita a España la entrega de un nacional español para poder ejercer ac-
ciones penales contra él, su entrega puede estar sometida a la condición de que 
en caso de que se dicte sentencia condenatoria en su contra, aquél sea devuelto 
a España para cumplir la pena o medida de seguridad impuesta. Será necesario 
oír al afectado (art. 11.2 loede) (ann núm. 60/2004, de 3 de junio):
… la nacionalidad opera en los supuestos de reclamación para enjuiciamiento como posible 
supuesto de condición de devolución para el cumplimiento de la pena que le fuera impuesta y 
en los supuestos de reclamación para ejecución de condena como posible causa de denegación 
cuando el reclamado optase por cumplir la pena en el Estado de su nacionalidad, caso en que el 
Estado referido vendría obligado a ejecutar la condena.
No es preceptivo para la autoridad judicial española supeditar la entrega a la 
condición de que ésta sea devuelta a España en caso de ser condenada, para 
cumplir la pena privativa de libertad en territorio español, sino que le deja la 
posibilidad al órgano de ejecución español de solicitar dicha garantía  (11.2 
loede).
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El art.  loede, que regula las citadas garantías en desarrollo de lo previsto en el 
art. 5 de la Decisión Marco no contiene ninguna alusión a las sentencias dictadas 
en rebeldía, como sí hace el art. 5.1 dmoede, que establece que si el objeto de la 
Euroorden es ejecutar una sentencia que se hubiese dictado en rebeldía y la per-
sona afectada no fue citada o informada de la fecha y lugar del juicio, la entrega 
estará sujeta a la condición de que el Estado de emisión diese garantías de que se 
va a celebrar un nuevo proceso. Sin embargo, el Pleno de la Sala de lo Penal en su 
auto 52/2005, de 8 de abril sentó el siguiente criterio:
Las disposiciones de la ley 3/2003 no se refieren a los casos en que se trate de peticiones de 
entrega para cumplimiento de pena de juicios celebrados en ausencia o en rebeldía del condena-
do. Esta ley se dicta para adaptar la legislación interna española a la Decisión Marco adoptada 
el día 13 de junio de 2002 por el Consejo de Ministros de Justicia e Interior, relativa a la orden 
de detención europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros (doe L 190/1 
de 17 de julio de 2002). Aunque nuestra ley no se refiera a las peticiones que tengan por objeto 
ejecutar condenas impuestas en ausencia, sin embargo la Decisión marco, antes mencionada, 
en el art. 5 establece:
Cuando la orden de detención europea se hubiese dictado a efectos de ejecutar una pena o una 
medida de seguridad privativa de libertad impuestas mediante resolución dictada en rebeldía, y 
si la persona afectada no ha sido citada personalmente o informada de otra manera de la fecha 
y el lugar de la audiencia que llevo a la resolución dictada en rebeldía, la entrega estará sujeta a 
la condición de que la autoridad judicial emisora dé garantías que se consideren suficientes para 
asegurar a la persona que sea objeto de la orden de detención europea que tendrá la posibilidad 
de pedir un nuevo proceso que salvaguarde los derechos de la defensa en el Estado miembro 
emisor y estar presente en la vista.
Aunque no sea directamente aplicable, la Decisión marco sigue en esta materia los mismos 
criterios ya consagrados en el ° Protocolo Adicional al Convenio Europeo de Extradición, 
en la propia L E. Pasiva, y que se derivan del derecho a un proceso con todas las garantías, 
reconocido en la Constitución, por lo que aunque la ley 3/2003, para los procedimientos de la 
orden europea de detención y entrega no contemple las condenas en ausencia no cabe dejar de 
examinar esta cuestión, y se habrá de condicionar la entrega o denegar le ejecución directa, 
cuando esa condena suponga una infracción de los derechos de defensa.
5.5. Causas de denegación de la entrega 
La loede distingue entre causas obligatorias y facultativas para denegar la entrega 
de la persona reclamada a través de una Orden Europea de Detención y Entrega. 
Creemos que un Juez no tiene facultades discrecionales porque la utilización del 
verbo «podrá» significa que si se dan las circunstancias previstas en la Ley, el Juez 
tendrá que adoptar la resolución para la que se le faculta. Así, cuando el legisla-
dor establece las causas por las que «podrá» denegar la entrega, lo que realmente 
quiere decir es que denegará la entrega si se da el supuesto de hecho previsto en 
la norma.
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Como consecuencia de lo difícil que se hace interpretar qué causas son obligato-
rias y qué causas son facultativas, hemos pensado en efectuar de entrada un cua-
dro-resumen sistemático que permite hacer un mejor seguimiento de las mismas, 
y a continuación explicar cada una de ellas. La clasificación se divide atendiendo 
a si el objeto de a Euroorden es reclamar a una persona para enjuiciarla o bien 
para ejecutar una sentencia condenatoria que se hubiese dictado en el Estado de 
emisión, como siempre, pues ésta es la clasificación lógica de la ley, que afecta a 









- art. 12.1, a): Cosa juzgada
- art. 12.1, b): Edad
- art. 12.1, c): Indulto
- art. 12.2, a): Ausencia de doble 
   incriminación
- art. 12.2, b): Litispendencia
- art. 12.2, c): Sobreseimiento libre en 
   España
- art.12.2, d): Sobreseimiento libre en 
   otro Estado de la ue
- art.12.2, e): Cosa juzgada en un 
   tercer Estado
- art. 12.2, i): Prescripción del delito
- art. 12.2, b): Litispendencia
- art. 12.2, g): Extensión de la 
   jurisdicción española 
 
- art. 12.2, h): Jurisdicción 





- art. 12.2, a): Ausencia de doble 
   incriminación
- art. 12.2, f): Nacionalidad
- art. 12.2, i): Prescripción de la pena
. Causas de denegación de la entrega para el enjuiciamiento
Es necesario distinguir entre causas de denegación obligatorias y facultativas:
a) Causas de denegación obligatorias 
De acuerdo con el cuadro-resumen son las siguientes:
. Cosa Juzgada: art. 12.1, a) loede
 
Se denegará la entrega solicitada para enjuiciar a la persona reclamada en el 
Estado de emisión, cuando ésta haya sido juzgada por los mismos hechos que 
son objeto de la Orden Europea en un Estado miembro distinto del Estado de 
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emisión, siempre que, en caso de condena, la pena se esté ejecutando, haya sido 
ejecutada o ya no se pueda ejecutar en virtud del Derecho del Estado de ejecu-
ción (12.1, a) loede).
Se pueden dar las siguientes situaciones:
1) Que sobre el sujeto ya haya recaído una sentencia absolutoria por los mismos 
hechos.
2) Que el sujeto esté cumpliendo una sentencia condenatoria firme.
3) Que la pena que se hubiese impuesto no se pudiese ejecutar por haber sido 
la persona indultada.
Esta causa de denegación automática de la entrega de la persona reclamada en 
virtud de la eficacia negativa de la cosa juzgada material penal se podrá esgri-
mir por alguna de las partes o, en su caso, por el propio jci, cuando la sentencia 
haya recaído en algún Estado miembro, distinto del de emisión, a saber, en un 
tercer Estado, o bien en el propio Estado de ejecución. Cabe plantearse por qué 
el legislador no permite que se pueda alegar esta causa si la sentencia hubiese 
recaído en el Estado de emisión como así prevé el art. 3.2 de la Decisión Marco 
que no distingue entre Estados miembros.
una denegación extradicional carece de eficacia de cosa juzgada material respecto de una 
petición de detención y entrega en el marco de la llamada Euroorden, sin perjuicio de que 
siempre que concurra la misma causa denegatoria de la entrega la resolución sea igualmente 
denegatoria por falta de un mismo presupuesto habilitante (aan núm. 60/2004, de 3 junio).
Por lo que se refiere, a la posibilidad de otorgar efecto de cosa juzgada a las resoluciones que 
resuelven sobre la procedencia o no de la entrega con causa extradicional, hemos declarado 
que, en atención precisamente a la propia naturaleza del proceso extradicional, «las resolucio-
nes que resuelven los procedimientos de extradición no producen el efecto de cosa juzgada y, 
por lo tanto, pueden en determinados supuestos ser sustituidas por otras» (stc, núm. 177/2006, 
de 5 de junio).
.  Edad: art. 12.1, b) loede
 
La autoridad judicial de ejecución española denegará de forma automática una 
solicitud de detención y entrega, cuando la persona reclamada no pueda ser 
penalmente responsable de acuerdo con el Derecho español  a causa de su edad 
(art. 12.1 b) loede.
¿A qué edad se está refiriendo precepto? De acuerdo con nuestro ordenamiento 
una persona puede ser responsable de la comisión de un hecho delictivo a partir 
de los 14 años, si bien la ley que se debe aplicar para exigir dicha responsabilidad 
será la lo 5/2002, de responsabilidad del menor, y a los mayores de 18 años se les 
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aplicará el Código Penal, de acuerdo con lo previsto el art. 19 cp. En consecuen-
cia, la denegación automática de la entrega sólo va a proceder cuando la persona 
reclamada sea menor de 14 años. 
Ahora bien dado que un menor en España (mayor de 14 y menor de 18) está 
sujeto al régimen especial previsto en la lorrpm, entendemos que la autoridad 
judicial española tendrá que denegar la entrega si verifica que en el Estado de 
emisión no existe un régimen especial para enjuiciar a los menores como sí ocu-
rre en España.
. Indulto: art. 12.1, c) loede
Se denegará de forma automática la entrega de la persona reclamada cuando 
ésta haya sido juzgada y condenada por un órgano jurisdiccional español por 
los hechos que son objeto de la Euroorden, y se haya procedido al indulto de la 
persona por la pena que se hubiera impuesto (art. 12.1, c) loede).
A tener en cuenta que:
1)  El Estado español tenía competencia para conocer de los hechos que son 
objeto de la orden de detención.
2)  La persona reclamada por un Estado miembro ya ha sido juzgada en España, 
y condenada.
3)  A la persona reclamada se le ha concedido el indulto.
Respecto a esta causa de denegación cabe plantearse si la misma no se podría 
subsumir dentro de la causa prevista en el art. 12.1, a) loede que hemos anali-
zado, por las siguientes razones:
1) El art. 12.1, c) loede exige que haya sido un órgano jurisdiccional español el 
que haya dictado la sentencia condenatoria. De acuerdo con el art.12.1, a) lo-
ede, la sentencia debe haber recaído en algún Estado miembro distinto del de 
emisión, por tanto, como señalamos anteriormente, también cabe que la sen-
tencia se hubiese dictado en España aunque ésta sea el Estado de ejecución.
2) El art. 12.1, c) loede establece que la persona debe haber sido indultada de 
la pena impuesta. Por su lado, el apartado a) del mismo art. 12.1 loede exige 
para poder aplicar dicha causa que «la sanción ya no se pueda ejecutar en 
virtud del  Derecho Estado miembro de condena».
3)  El art. 12.1, c) loede exige además que el hecho fuera perseguible por la ju-
risdicción española. Nada impide incluir este requisito también en el 12.1 a), 
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dado que si España ha dictado sentencia es porque la jurisdicción española 
era competente para el enjuiciamiento del delito.
En conclusión, entendemos que esta causa se hubiese podido eliminar, porque 
entra dentro del ámbito de aplicación de la primera causa prevista en el art. 12 
loede.
4. Ausencia de doble incriminación: art. 12.2.a) loede 
Se denegará la entrega cuando el objeto de la Orden Europea sea ejercer accio-
nes penales por un delito que no sea de los previstos en el art. 9. loede, aunque 
esté castigado en el Estado de emisión con una pena o medida de seguridad 
privativa de libertad cuya duración máxima sea al menos de 12 meses, si ese 
hecho delictivo no está previsto en el Código Penal español.
Consideramos que ésta es la interpretación que se tiene que dar al art. 9.2 loede 
cuando dice que: «la entrega podrá supeditarse al requisito de la doble incrimina-
ción», y a continuación el art.12.2, a) establece que se podrá denegar la entrega 
«cuando se dé el supuesto previsto en el art. 9.2», es decir, sólo se procederá a la 
entrega si el hecho criminal (que no sea de los delitos del 9.1) cumple el umbral 
de la pena prevista en el 9. loede y además se cumple con el requisito de la doble 
incriminación.
Con una excepción, en materia de tasas e impuestos, de aduana y de cambio, la 
autoridad judicial española no podrá denegar la ejecución de la orden por el «mo-
tivo de que la legislación española no imponga el mismo tipo de tasa o impuesto 
o no contenga el mismo tipo de reglamentación en materia de tasas e impuestos, 
de aduana y de cambio que la legislación del Estado miembro emisor» (art. 12.2, 
a) loede). 
la Orden Europea se emite por unos hechos no comprendidos en el artículo 9.1 de la Ley 
3/2003 de 14 de marzo, lo que nos obliga a estar a lo dispuesto en el n°2 del precepto indicado, 
que faculta a los Tribunales a denegar la entrega cuando los hechos que justifiquen la emisión 
de la orden europea no sean constitutivos de delito conforme a la legislación española.
Los hechos por los que el reclamado fue condenado en su país a la pena de dos años de 
prisión, resultan totalmente atípicos en el Código Penal español, no concurriendo la doble 
incriminación normativa por lo que este Tribunal, haciendo uso de la facultad que la Ley le 
otorga, opta por denegar la entrega del ciudadano rumano José Augusto a las autoridades de 
su país (aan 109/2008, de 8 de septiembre).
5. Litispendencia: art. 12.2, b) loede
Se denegará la entrega de la persona reclamada que esté sometida a un proceso 
penal en España por los mismos hechos que son objeto de la Euroorden. Creemos 
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que si no se ha iniciado la fase del juicio oral sí sería posible la entrega atendiendo 
a criterios objetivos, que deberían estar determinados en la loede, que el órgano 
que esté conociendo del asunto acordase el sobreseimiento provisional para que 
se juzgase a la persona reclamada en el Estado de emisión. Por ejemplo por los 
elementos de prueba se encuentran en dicho Estado (ann núm. 107/2002, de 21 
de diciembre):
… al dar lugar los hechos a un delito que, conforme al art. 23.3 e) de la lojp  es competente 
para que conozca la jurisdicción española, incluso aunque hayan sido cometidos en extranjero, 
entendemos preferente nuestros Tribunales para el enjuiciamiento, máxime estando señalado el 
juicio el próximo día 15 de enero de 2008, y no habiéndose justificado causa alguna por el recla-
mado a favor de la jurisdicción italiana, quien, por lo demás, hemos de recordar que en su primera 
comparecencia ante el Juez Instructor se opuso a la entrega, sabiendo, como entonces sabía, que 
iba a ser juzgado en España ese 15 de enero.
6.  Sobreseimiento libre en España: art. 12.2, c) loede 
Cuando un órgano jurisdiccional español haya acordado el sobreseimiento libre 
por los mismos hechos que son objeto de la Orden Europea de Detención y En-
trega (12.2, c) loede), no va a quedar más remedio si no se quiere quebrantar el 
principio ne bis in idem que denegar la entrega de la persona reclamada.
7.  Sobreseimiento libre en otro Estado miembro de la Unión Europea: 
      art. 12.2, d) loede 
Se denegará la entrega cuando sobre los mismos hechos y persona que son 
objeto de la Euroorden haya recaído en otro Estado miembro de la Unión Eu-
ropea, distinto de España, una resolución definitiva que impida el ejercicio de 
acciones penales, es decir, una resolución equivalente al auto de sobreseimiento 
libre en España. De nuevo nos hallamos ante una causa de denegación de la 
entrega fundada en el principio ne bis in idem, fundada en las mismas razones 
expuestas en el apartado anterior.
8.  Cosa juzgada en un tercer Estado: art. 12.2, e) loede 
Se denegará la entrega cuando el reclamado haya sido objeto de un proceso 
por los mismos hechos en un tercer Estado no miembro de la Unión Europea 
y aquél haya finalizado mediante una resolución firme. Consideramos que esta 
causa de denegación en virtud del art. 14.7 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de 1966, que establece que: «nadie podrá ser procesado 
o penado de nuevo por una infracción por la cual ya ha sido definitivamente 
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absuelto o condenado de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada 
país», debe ser preceptiva. Se exige, al igual que el caso previsto en el 12.1, a) 
loede que en caso de condena, la pena o medida de seguridad se esté ejecutando 
o que esté en curso de ejecución, o ya no pueda ejecutarse en virtud del Derecho 
del Estado de condena. 
En  este supuesto se pueden dar dos posibles situaciones:
1)  Que la persona reclamada haya sido absuelta por los mismos hechos objeto 
de la Euroorden, en un proceso penal celebrado en un Estado no miembro de 
la Unión Europea, bien por sentencia absolutoria o porque se haya acordado 
una resolución equivalente a un auto de sobreseimiento libre.
2)  Que la persona reclamada haya sido condenada por los mismos hechos que 
han dado lugar a la Euroorden por el Estado emisor, en un Estado no miem-
bro, siendo necesario en este caso que se dé alguna de las siguientes circuns-
tancias:
a) que la condena haya sido ejecutada;
b) que se esté ejecutando la sentencia condenatoria; o
c) que la pena haya prescrito de acuerdo con el Derecho del Estado de condena.
Al igual que en los dos casos anteriores, si la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional tiene conocimiento cierto de que la persona ya ha sido juzgada, y que 
en caso de condena se está ejecutando la pena (se entiende que no en régimen 
de privación de libertad), o ya se ha cumplido, o no se puede cumplir en vir-
tud del Derecho del Estado de condena, la aplicación del principio ne bis in 
idem debe impedir la entrega.
9. Prescripción del delito: art. 12.2, i) loede
Se denegará la entrega cuando el objeto de la Euroorden sea enjuiciar al recla-
mado en el Estado de emisión por un delito que ha prescrito, si respecto de esos 
mismos hechos hubieran sido competentes para su persecución los tribunales 
españoles. Es un presupuesto procesal (art. 666.3ª lecrim) que impide que se 
pueda enjuiciar a la persona reclamada porque ha transcurrido el plazo que se 
prevé en la ley (arts. 131 y 132 cp) para la persecución del delito (ann 69/2006, 
de 29 de agosto).
Que en los hechos imputados al reclamado por la Autoridad judicial portuguesa concurre la 
causa de denegación facultativa prevista en el art. 12.2 al entenderse que los hechos, aunque 
cometidos en el extranjero (Portugal) serían susceptibles de ser juzgados por los Tribunales 
españoles al ser el imputado de nacionalidad española y, conforme a nuestra legislación, los 
delitos habrían prescrito.
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En efecto, y respecto al primero de los hechos imputados, la calificación en España sería de 
un delito contra la salud pública previsto y penado en el art. 344 del Código Penal vigente a 
la fecha de los hechos (cp de 1973 en la redacción dada por L01/1988, de 24 de marzo). De la 
narración de los hechos aportada con la oede no se desprende la posible concurrencia de cir-
cunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, genéricas o especificas, conforme a la 
legislación española, siendo la pena a imponer (art. 61) la comprendida entre dos años, cuatro 
meses y un día a seis años de prisión menor. Conforme al art. 113 cp vigente en tales fechas, 
la pena privativa de libertad inferior a seis años tenía un plazo de prescripción de cinco años; 
plazo, en el caso, ampliamente excedido.
Respecto del segundo de los delitos imputados, en España en la fecha de autos serían consti-
tutivos de un delito de atentado previsto y penado en los arts. 231 y 236 cp, que contemplan 
una pena privativa de libertad de seis meses y un día a seis años de prisión menor, siendo de 
aplicación también un plazo de prescripción (art. 113 cp) de cinco años, también en el caso 
transcurrido en exceso.
La concurrencia de causa extintiva de responsabilidad penal, la antigüedad de los hechos impu-
tados y el conocimiento de las Autoridades judiciales portuguesas de que en España los hechos 
estaban prescritos, por prescripción determina que se deniegue la ejecución de la presente oede.
b) Causas de denegación facultativas
. Litispendencia: art. 12.2, b) loede
Como hemos afirmado supra, la litispendencia puede configurarse como una 
causa facultativa de denegación atendiendo a la fase en la que se encuentre el 
proceso, es decir, si el proceso se encuentra en su fase preliminar, por tanto no 
se ha dictado todavía auto de apertura de juicio oral, se podría acordar el so-
breseimiento provisional si las circunstancias del caso hacen aconsejable que 
el enjuiciamiento se realice en el Estado de emisión. Hubiese sido deseable que 
el legislador estableciese unos criterios objetivos para que el órgano jurisdic-
cional que estuviese conociendo de los hechos pudiese observar si los mismos 
se cumplen.
. Extensión de la jurisdicción española: art. 12.2, g) loede
Para conocer de un hecho penal puede existir concurrencia de jurisdicciones, ya 
que todos los Estados reconocen el principio de extraterritorialidad de sus leyes 
penales, de forma que la jurisdicción de los Estados no se limita a los hechos 
ocurridos en sus territorios, sino que la extienden a delitos cometidos fuera de 
sus fronteras atendiendo, por ejemplo, a los principios de personalidad, real o 
de defensa  y justicia universal. En nuestro caso la extraterritorialidad penal se 
reconoce en el art. 23. 2, 3 y 4 lopj. Sin embargo, en los tratados de extradición, 
desde el siglo xx, siempre se ha contemplado como una causa de denegación, 
ya sea facultativa (art. 7.1 del Convenio Europeo de Extradición de 1957), u 
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obligatoria (art. 3.1 Ley de Extradición Pasiva), el hecho de que el delito se 
haya cometido en todo o en parte en el Estado requerido. Esta causa de dene-
gación permite que los Estados requeridos puedan hacer prevalecer su interés 
en la persecución del delito atendiendo al principio de territorialidad, sobre el 
interés de Estado de emisión en el ejercicio de su jurisdicción extraterritorial, 
poniendo de manifiesto la mayor importancia del principio de territorialidad.
En este sentido, la Decisión Marco en su art. 4.7 a) establece que: «cuando la 
Orden Europea de Detención contemple infracciones que: El Derecho del Es-
tado miembro de ejecución considere cometidas en su totalidad o en parte en 
el territorio del Estado miembro de ejecución o en un lugar asimilado», permi-
tiendo por tanto que los Estados al transponer la norma pudiesen considerarla 
como una causa de denegación obligatoria o facultativa. Es necesario señalar 
que hubiese sido necesario que el Consejo estableciese qué se debe considerar 
por «lugar de comisión del delito» para evitar que se pudieran dar circunstan-
cias totalmente opuestas entre los distintitos Estados miembros. El legislador 
español la consideró como una causa facultativa de denegación de la entrega, si 
bien, hubiese sido mejor que al regular este motivo, basado en el principio de 
territorialidad, se estableciesen los criterios a tener en cuenta en orden a valorar 
si se puede autorizar o denegar la entrega. Por ello, consideramos que el legis-
lador debía haber previsto algunas de las circunstancias posibles, entre ellas, la 
nacionalidad o el arraigo del sujeto reclamado con el Estado de emisión o el 
de ejecución, y principalmente en qué Estado va a ser más fácil la persecución 
del delito por encontrarse en su territorio las fuentes de prueba más importantes 
para la investigación del delito y su enjuiciamiento.
De acuerdo con el tenor literal del art. 12.2, g) loede, España sólo tendrá que 
tomar en consideración para valorar si deniega la entrega el lugar de comisión 
del delito, y en nuestra legislación, para determinar el locus delicti se considera 
equivalente la plena ejecución del delito en territorio español con la ejecución 
parcial, lo cual puede conducir a que se opte por dar preferencia a la jurisdic-
ción propia aunque la mayor parte del hecho, y sus elementos más significati-
vos hayan tenido lugar en el territorio de otro Estado. Para evitar, por tanto, esta 
posibilidad será necesario que se valoren, además, por la  Sala  de lo Penal de 
la Audiencia Nacional las circunstancias que hemos señalado.
. Jurisdicción extraterritorial: art. 12.2, h) loede
La loede en el art. 12.2, h) recoge la causa de denegación facultativa prevista 
en el art. 4.7, b) dmoede, en cuya virtud se podrá denegar la entrega cuando la 
Euroorden «contemple delitos que se hayan cometido fuera del territorio del 
Estado de emisión y el ordenamiento español no permita la persecución de esos 
mismos hechos cuando se hayan cometido fuera del territorio español».  
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Esta causa se refiere a cuando los hechos criminales contenidos en la Euroorden 
se hayan realizado en un tercer Estado, es decir, ni en el Estado de emisión ni 
en España. Haciendo una interpretación literal del art. 12.2, h loede, la Sala 
de lo Penal de la Audiencia Nacional podrá denegar la entrega cuando Espa-
ña, por esos mismos hechos, no pueda ejercer su jurisdicción extraterritorial.4 
Ahora bien, el legislador no prevé los criterios a los que debe atender el órga-
no jurisdicción para autorizar o denegar la entrega, lo que conlleva el peligro 
de que ante un mismo supuesto de hecho nos podremos encontrar soluciones 
opuestas.
En este caso, atendiendo al principio de confianza que se afirma, impera en las 
relaciones entre los Estados miembros, lo lógico sería autorizar la entrega de 
un sujeto reclamado por otro Estado miembro por un hecho cometido fuera su 
territorio, si el Estado de emisión afirma que su legislación le permite perseguir 
ese delito de conformidad con sus criterios de jurisdicción extraterritorial. El 
art. 12.2, h) loede establece que se podrá denegar la entrega cuando España no 
pueda perseguir esos hechos. Ahora bien, no tiene sentido que el delito quede 
impune, si el Estado de emisión tiene competencia para perseguirlo porque Es-
paña no pueda ejercer su competencia extraterritorial. Pero si España también 
pudiese perseguir el delito porque se cumple alguno de los requisitos previstos 
en el art. 23. 2, 3 ó 4 lopj, nos encontraríamos ante concurrencia de jurisdiccio-
nes, por lo que al igual que en el caso previsto en el art. 12.2. g) loede, se deberá 
atender a las circunstancias concretas que rodean los hechos para decidir dónde 
se debe perseguir el delito.
. Causas de denegación de la entrega para la ejecución de una condena
A continuación se exponen las causas por las que se puede denegar la ejecución de 
una Euroorden cuando se solicite la entrega con la finalidad de poder ejecutar una 
sentencia condenatoria recaída en otro Estado miembro en contra de la persona 
reclamada, si bien consideramos que de las causas previstas en el artículo  de la 
loede para denegar la entrega cuando se solicite a un sujeto para hacerle cumplir 
una condena, todas son causas que impiden la entrega de forma preceptiva.
. Ausencia de doble incriminación: art. 12.2, a) loede 
Se denegará la entrega cuando el Estado de emisión solicite a la persona recla-
mada para que cumpla una pena o medida de seguridad privativa de libertad, 
no inferior a cuatro meses de privación de libertad, si el delito por el que fue 
condenado el reclamado no constituye delito en el ordenamiento español. Dado 
que hemos tratado este tema ya supra, nos remitimos a lo dicho. 
4. El principio de extraterritorialidad penal permite que las leyes penales españolas se puedan aplicar a hechos 
criminales realizados fuera del territorio español, en virtud del principio personal (23.2 lopj), del principio 
real o de protección (23.3 lopj), o del principio universal o de justicia mundial (art. 23.4 lopj).
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. Nacionalidad: art. 12.2, f) loede
Se denegará la entrega si la persona reclamada es de nacionalidad española, y 
no prestase su consentimiento para cumplir la pena o medida de seguridad en el 
Estado miembro que le reclama; por tanto, deberá cumplir la condena privativa 
de libertad en España.
Este supuesto se aparta en nuestra opinión de la intencionalidad prevista en el 
art. 4.6 de la Decisión Marco, dado que este último precepto hace depender la 
posibilidad de no ejecutar la Euroorden de si el Estado de ejecución se compro-
mete a ejecutar él mismo la pena o medida de seguridad, y no de la voluntad de 
la persona reclamada. 
Por otro lado, la Ley española ha sido más restrictiva a la hora de la transpo-
sición de este precepto, ya que sobre este aspecto la Decisión Marco prevé en 
su art. 4.6 que dicha causa de denegación facultativa se extienda también a los 
residentes o a los que simplemente habiten temporalmente en el Estado miem-
bro de ejecución.
.  Prescripción de la pena: art. 12.2, i) loede
Se denegará la entrega de la persona reclamada cuando la pena en la que se 
funde la Euroorden hubiese prescrito de acuerdo con la legislación española, si 
en relación con los hechos delictivos hubiesen sido competentes para su perse-
cución los tribunales españoles. 
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TEMA 6
Procedimiento de entrega I
6.1. Introducción
6.2. Actuaciones iniciales
6.3. Detención y puesta a disposición judicial
6.4. Audiencia al detenido
6.5. Traslado temporal o toma de declaración
6.6. Decisión sobre la ejecución de la Orden Europea de Detención y Entrega
6.7. Plazos
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6.1. Introducción
El Capítulo III de la loede (arts. 13 a 23) regula cómo se ha de ejecutar una soli-
citud de entrega recibida a través de una Euroorden. Veámoslo en función de las 
diversas fases.
6.2. Actuaciones iniciales
El procedimiento de entrega se puede iniciar de distintas formas, dependiendo de 
quien reciba la Euroorden en España:
1)  Que la solicitud de detención y entrega sea recibida por el órgano competente 
para tramitarla: el Juzgado Central de Instrucción.
En este caso, el Estado de emisión conocerá que la persona reclamada se halla 
en territorio español y se comunicará directamente con el Juzgado Central de 
Instrucción se solicitará la detención y entrega de la persona reclamada. Será 
requisito necesario para que el jci proceda a dar curso a la Euroorden que el 
formulario en la que se contiene esté traducido al español, de manera que si el 
formulario no se remite en español se lo comunicará al órgano jurisdiccional 
competente del Estado de emisión para que remita traducida al español la so-
licitud de detención, y se suspenderá el procedimiento hasta que se reciba la 
solicitud en español (art. 10.2 loede). 
Cuando el Juzgado Central de Instrucción reciba la solicitud de detención en 
español, la pondrá en conocimiento de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado para que se proceda a la búsqueda y detención de la persona reclamada.
2)  Que la solicitud de detención y entrega sea recibida por un órgano jurisdic-
cional distinto del Juzgado Central de Instrucción. En este caso, el órgano que 
reciba la Euroorden se la transmitirá de oficio a la Audiencia Nacional (an), e 
informará al Estado de emisión (art. 12.1 loede). En este caso, será la an la que 
se la traslade al jci para que le dé curso.
3)  Que la solicitud de la Orden Europea de Detención y Entrega sea transmitida a 
través del Sistema de Información Schengen o de la Interpol.
La tercera posibilidad que se prevé para dar inicio a un procedimiento de entre-
ga por España, puede venir precedida por la detención de la persona reclamada 
como consecuencia de haber introducido sus datos en el sis o en Interpol. Re-
cordemos que la Decisión Marco establece que una descripción en el sis equi-
valdrá a una Euroorden, si bien, una vez localizada la persona, será necesario 
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que el Estado de emisión emita la Euroorden en la forma y con el contenido 
previsto en el art. 8 dmoede. Por analogía se entiende lo mismo en el caso de 
que se hayan utilizado los servicios de la Interpol. En este caso, una vez la 
persona sea detenida será necesario que la autoridad judicial que reclame a 
la persona emita directamente al jci la Euroorden a efectos de que se inicie el 
procedimiento de entrega.
6.3. Detención y puesta a disposición judicial
Emitida una Euroorden por un Estado miembro, ya sea directamente al Juzgado 
Central de Instrucción o bien a través del sis o Interpol, se debe proceder a la bús-
queda de la persona reclamada objeto de la Euroorden, y en el momento en que sea 
hallada será preceptivo proceder a su detención.
La detención de la persona reclamada se realizará por alguno de los miembros que 
integran las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. La Policía tendrá que 
informar al detenido de la razón por la que se le detiene, es decir, de la existencia 
de una Euroorden y los derechos que le asisten, de conformidad con lo previsto en 
el art. 24.2 ce y art. 520.2 lecrim.
La persona detenida deberá ser puesta a disposición del jci en el plazo máximo de 
72 horas (art. 13.2 loede). 
Una vez puesta a disposición judicial, corresponde al jci informar a la persona 
detenida del porqué de su detención, es decir, de la existencia de una Orden Eu-
ropea de Detención y Entrega y de su contenido. Además, tendrá que informar al 
detenido de todos los derechos que le asisten. 
En relación con los derechos que asisten a la persona detenida, la Decisión Marco 
sólo prevé expresamente en su art. 11.2 el derecho a la asistencia de un abogado 
y, en su caso, de un intérprete, añadiendo «de conformidad con el Derecho interno 
del Estado miembro de ejecución». En nuestro ordenamiento los derechos del de-
tenido que «integran el derecho fundamental de defensa» se establecen en los arts. 
17 ce y 520.2 de la lecrim.
Entre los derechos que asisten a la persona detenida, reclamada por otro Estado 
miembro, está el de informarle de la posibilidad de consentir con carácter irrevo-
cable su entrega al Estado emisor de la orden de detención (art. 13.3 loede).
Por otro lado, será necesario que el jci ponga en conocimiento del Estado que ha 
solicitado la detención, que la persona reclamada ha sido ya detenida (13.4 loede).
. Los plazos máximos en los distintos Estados miembros de la Unión se pueden consultar en Consejo de 
la Unión Europea, Documento núm. 12736/04 copen 111 ejn 61 eurojust 82, de 27 de septiembre de 2004, 
Registro del Consejo de Europea (http://register.consilium.eu.int).
. Art. . dmoede.
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6.4. Audiencia al detenido
Puesto el detenido a disposición judicial, el jci dispone de un máximo de 72 horas 
para celebrar una audiencia con el detenido (art. 14.1 loede). En la audiencia ten-
drán que estar presentes, además del detenido y su abogado, el Ministerio Fiscal 
y, en su caso, el intérprete. Esta audiencia se practicará de conformidad con las 
disposiciones previstas en la lecrim, en relación con la declaración del detenido 
(arts. 388 y ss.).
En relación con la designación del abogado, el Tribunal Constitucional ya ha ma-
nifestado que no existe en este tipo de procedimiento ninguna restricción a que el 
sujeto reclamado nombre a un abogado de su elección, otorgando el amparo cuan-
do los órganos jurisdiccionales no permitieron a la persona reclamada que fuera 
defendido por el abogado por él designado, sin que concurriese la circunstancia 
excepcional prevista en el art. 527 a) lecrim (stc 81/2006, de 13 de marzo):
De acuerdo con la regulación de la Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la Orden Europea de Deten-
ción y Entrega, y en concreto de sus artículos 13 y 14.2 «y de la remisión que efectúan a la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal no cabe ninguna duda de que la comparecencia a efectos de la orden 
europea de detención y entrega debe efectuarse con el Letrado designado por el detenido, pues 
ninguna restricción del mismo consta en ella». Convendrá reiterar que el art. 14.2 de dicha ley 
determina el objeto de la comparecencia que consiste básicamente en determinar si el detenido 
se opone o no la entrega, si aduce causas de denegación y solicita se practiquen pruebas al 
efecto y si renuncia al principio de especialidad.
La efectividad de la defensa y de la asistencia ejercida, en el marco del derecho a un proceso 
con todas las garantías que consagra el art. 6 cedh  y el art. 24.2 ce, constituye una garantía 
complementaria a la obligación de nombramiento del Abogado de oficio, pero no puede ser uti-
lizada para prescindir de la voluntad manifestada por el demandante de amparo de designar un 
Letrado de su elección y justificar la asignación de un Letrado de oficio, produciendo una res-
tricción injustificada, sin apoyo legal para ello, del derecho a la libre designación de Abogado». 
La exigencia de un efecto material de indefensión, unida a la consideración de que tal efecto no 
se produce si el afectado dispuso de asistencia letrada de oficio, provoca, con su desprotección 
práctica, un vaciamiento del contenido del derecho a la libre designación de abogado.
En la audiencia el detenido puede: 
1ª) Prestar su consentimiento irrevocable en ser entregado al país que le reclama 
para que se le enjuicie o cumpla una sentencia condenatoria;  2ª) no consentir su 
entrega.
a) Consentimiento para la entrega
El detenido tiene derecho a prestar su consentimiento irrevocable en ser entregado 
al Estado que le reclama y, además, si consiente en la entrega, puede renunciar a 
acogerse al principio de especialidad. Si lo hace, el jci tendrá que comprobar que 
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el consentimiento se realiza de forma voluntaria y que el detenido comprende el 
alcance irrevocable de su consentimiento y, en su caso, qué significa renunciar a 
acogerse al principio de especialidad (art. 14.2 loede). 
Si el sujeto reclamado es de nacionalidad española, y se solicita su entrega para 
que cumpla una pena o medida de seguridad en el Estado de emisión, será necesa-
rio que en esta audiencia el jci le que si no presta su consentimiento para la entrega 
tendrá, en todo caso, que cumplir la pena o medida de seguridad en España (art. 
12.2, f) loede).
En la audiencia, cuando el detenido presente su consentimiento para ser entregado, 
el Ministerio Fiscal tendrá que informar sobre si concurre alguna causa de denega-
ción o si considera necesario que la entrega se someta a alguna condición (art. 14.3 
loede). Para ello, podrá proponer los medios de prueba que considere necesarios 
para justificar su posición. 
El jci también puede solicitar a la autoridad judicial competente del Estado de emi-
sión, que le remita información complementaria relativa a las posibles causas de 
denegación de la entrega, o para someter esa entrega a alguna condición (art. 15.1 
loede). El jci podrá fijar un plazo para que la autoridad judicial del Estado de emi-
sión le remita la información complementaria con la finalidad de poder respetar al 
máximo los plazos que se establecen el art. 19 loede (art. 15.2 loede).
Si el Fiscal propone algún medio de prueba y se admite por el jci, se tendrá que 
practicar en la audiencia y si no es posible, el Juez fijará un plazo para su prác-
tica. Si ello sucede, habrá que tener en cuenta que la se deberá practicar en el 
plazo de 60 días desde la detención de la persona reclamada (arts. 18.2 y 19.2 
de la loede). 
Cuando la persona reclamada preste su consentimiento, y el Ministerio Fiscal no 
considere que concurre ninguna causa de denegación o condicionamiento de la en-
trega,  de acuerdo con la interpretación de los arts. 18.1 y 19.1 loede, el jci deberá 
resolver mediante auto, no recurrible, en un plazo de 10 días.
No obstante, aunque la persona reclamada hubiera prestado su consentimiento, 
si el Fiscal considera que concurre alguna causa de denegación o para condicio-
nar la entrega, y propusiera prueba que no se pueda practicar durante el desa-
rrollo de la audiencia, el jci fijará un plazo, que se entiende que debe ser de 60 
días, (arts. 19.2 y 18.2), que es el plazo que se le concede a la Sala de lo Penal 
para resolver cuando la persona no haya prestado su consentimiento, o si a pesar 
hacerlo, el Fiscal considera que puede concurrir alguna causa que impida su 
entrega o la condicione.
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Aunque la loede no lo dice expresamente, se entiende que el jci podrá no acordar 
la entrega y elevar los autos a la Sala de lo Penal, si considera que concurre algún 
presupuesto procesal que pueda impedir la entrega del reclamado. Por ejemplo, 
alguna causa relativa a la existencia de cosa juzgada, doble incriminación, mino-
ridad del reclamado, indulto, litispendencia, falta de competencia del Estado de 
emisión para conocer de los hechos objeto de la orden de detención, prescripción, 
o bien que entienda que se de alguna causa que pueda condicionar la entrega, 
como la nacionalidad española del reclamado o la condena en ausencia. En este 
caso, se tendrán que elevar las actuaciones a la Sala de lo Penal. 
La declaración de voluntad del detenido consintiendo la entrega y si renuncia o no 
al principio de especialidad tendrá que recogerse en un acta (art. 14.2 loede), que 
deberá ser firmada por el detenido, el secretario, el representante del Ministerio 
Fiscal y el Juez Central de Instrucción (art. 14.2, ii loede).
En caso de consentimiento, si no concurre ni concurre ninguna causa de denega-
ción o que pueda condicionar la entrega, el jci resolverá mediante auto la entrega 
en el plazo máximo de 10 días a partir de la celebración de la audiencia. Contra 
este auto  no cabe recurso alguno (art. 18.1 loede). 
b) Ausencia de consentimiento para la entrega
Si durante la declaración del detenido éste no consiente voluntariamente en ser 
entregado, el jci dará la palabra a las partes (art. 14.2 in fine loede) para que se pro-
nuncien sobre si consideran que concurre alguna causa de denegación o bien si, en 
su caso, la entrega se debe debiera someter a alguna condición (art. 14.3 loede).
Al igual que en el caso anterior, las partes podrán proponer los medios de prueba 
que consideren oportunos para justificar la concurrencia, en su caso, de alguna 
causa de denegación de la entrega (art. 12 loede), o bien de la necesidad de some-
ter la entrega a alguna condición, siendo el procedimiento para la práctica de la 
prueba el mismo que en el caso anterior. 
c) Medidas cautelares
En la audiencia el jci, una vez oído al Ministerio Fiscal, con la finalidad de ase-
gurar, en caso de que se cumplan los requisitos previstos en la Ley, que se pueda 
entregar a la persona reclamada, tendrá que resolver si decreta la prisión provi-
sional o la libertad provisional del detenido, y adoptará en este último caso, cual-
quier otra medida cautelar (por ejemplo, obligación de comparecer los días que se 
determinen en el auto por el que se acuerde la libertad provisional, la retención 
del pasaporte) que considere necesaria para asegurar la plena disponibilidad del 
reclamado (art. 17.1 loede). El auto por el que el jci resuelva imponer o levantar 
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una medida cautelar es apelable ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional 
(art. 17.4 loede).
Por ejemplo, el auto de 12 de marzo de 2004 del Juzgado  Central de  Instrucción 
núm. 6, acordó la prisión provisional de la persona reclamada eludible con fianza 
en metálico de 25.000 €. El 15 de marzo, una vez prestada la fianza, se admitió y 
fue declarada bastante con la adopción por el Juzgado de las medidas cautelares 
siguientes que se transcriben literalmente: 
Requiérasele para que constituya obligación Apud Acta de: a) obligación de comparecer ante 
la Sede Judicial en el sentido de que deberá firmar en el Juzgado más cercano a su domicilio 
diariamente, debiendo fijar éste en España que no podrá variar definitiva ni temporalmente sin 
previa autorización judicial; b) retirada del pasaporte; c) comparecer ante este Juzgado o Tribu-
nal que en su día conozca de la causa cuantas veces fuere llamado; d) prohibición de ausentarse 
del territorio nacional sin autorización de este Juzgado; f) facilitar número de teléfono en el que 
pueda ser localizado permanentemente; g) fijar domicilio en el que pueda ser citado, notificado 
o emplazado. Hágasele saber que el incumplimiento de cualquiera de estas obligaciones deter-
minará la detención inmediata y su prisión incondicional.
Si se decreta la prisión provisional de la persona reclamada, el jci podrá en «cual-
quier momento del procedimiento» acordar que cese la prisión provisional, siendo 
preceptivo que previamente informe el Ministerio Fiscal (art. 17.3 loede). 
La finalidad de la adopción de una medida cautelar será asegurar que la persona 
reclamada se encuentre a disposición judicial, no sólo para poder proceder a su en-
trega si se acordase, sino también para que  pueda ser entregada de forma temporal 
si Estado de emisión lo solicita para poder practicar diligencias penales, o bien de 
que sea solicitada para que se pueda celebrar el juicio oral.
6.5. Traslado temporal o toma de declaración
El jci que esté conociendo de un procedimiento de entrega podrá acordar durante 
su desarrollo, cuando lo solicite el Estado de emisión, y siempre que el objeto de 
la entrega sea proceder a ejercer acciones penales contra la persona reclamada 
por hechos delictivos que estén castigados en el Estado de emisión con una pena 
o medida de seguridad cuya duración máxima sea, al menos, de un año, que la 
autoridad judicial de emisión se traslade a España para tomar declaración a la per-
sona reclamada, o bien resolver que se traslade de forma temporal al reclamado al 
Estado de emisión (art. 16.1 loede).
a) Traslado de la autoridad judicial del Estado de emisión a España
Si el jci decide que se traslade la autoridad judicial del Estado de emisión para to-
mar declaración al reclamado, ésta podrá estar asistida por la persona que designe 
. Para decretar la prisión provisional el Juez deberá tener en cuenta los requisitos previstos en la lecrim (arts. 
503 y ss.). 
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de conformidad con su Derecho interno, la declaración de la persona reclamada se 
realizará conforme a lo previsto en los artículos 385 y ss. de la lecrim, y atendiendo 
a las condiciones que se hayan pactado entre la autoridad judicial de emisión y el 
Juzgado Central de Instrucción. Se garantizará el derecho de la persona reclamada 
a estar asistida por un abogado cuando se le tome declaración, y gozará de los dere-
chos a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable, y en su caso, a estar 
asistido por un intérprete (art. 16.2, i loede). 
El jci podrá acordar que la declaración de la persona reclamada ante la autoridad 
judicial del Estado de emisión se realice ante su presencia o con la de un Secretario 
que dé fe de que se cumplen todas las condiciones pactadas entre las autoridades 
judiciales del Estado de emisión y de ejecución, y las garantías que asisten a la 
persona reclamada de acuerdo con el Derecho español (art. 16.2, ii loede). 
b) Traslado temporal de la persona reclamada al Estado de emisión
Si se acuerda la entrega temporal de la persona reclamada al Estado de emisión 
para que se puedan realizar en éste diligencias penales o celebrar el juicio oral 
pendiente, el traslado de la persona reclamada se realizará de conformidad con 
las condiciones y durante el tiempo que acuerde el Juzgado Central de Instrucción 
con la autoridad competente en el Estado de emisión. Será necesario que la per-
sona reclamada vuelva a España cuando tenga que «asistir a las vistas orales que 
le conciernan en el marco del procedimiento de entrega», que son las relativas a 
la adopción de medidas cautelares, y a la practica de la prueba sobre existencia de 
alguna causa de denegación o de condición de la entrega (art. 16.3 loede).
Hubiese sido más oportuno establecer con carácter general la utilización de la 
videoconferencia, dada las dificultades e inconvenientes, además del retraso y los 
gastos que puede implicar la adopción del traslado ya sea de la autoridad del Es-
tado de emisión a España como el traslado de la persona reclamada al Estado 
de emisión. La videoconferencia está prevista expresamente en el art. 229.3 lopj 
siempre y cuando se garantice la contradicción de la partes y el derecho de defen-
sa, también en el art. 10.9 del Convenio relativo a la asistencia judicial en materia 
penal entre los Estados miembros de la Unión.4
6.6. Decisión sobre la ejecución de la Orden Europea 
       de Detención y Entrega
Cuando la persona reclamada consienta en ser entregado y ni el Fiscal ni el jci de 
oficio advierten que concurran ninguna causa de denegación o que se tenga que 
someter a alguna condición, será el jci el que acordará mediante auto la decisión 
sobre la entrega el Juzgado Central de Instrucción (art. 18.1 loede). 
4. doce C 197, de 12 de julio de 2000.
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Ahora bien, si el Fiscal o el jci consideran que puede concurrir alguna causa de 
denegación o condición, o bien el reclamado no da su consentimiento, correspon-
de a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional resolver sobre si procede o no la 
entrega (art. 18.2 loede).
La decisión que acuerda o deniega la entrega de la persona reclamada adopta la 
forma de auto, que es irrecurrible  (art. 18.1 y 2 in fine loede).
6.7. Plazos
En relación con los plazos hay que resolver las siguientes cuestiones: 1) ¿de qué 
plazo dispone el órgano jurisdiccional para resolver sobre si procede o no la entre-
ga de la persona reclamada?; 2) acordada la entrega ¿en qué plazo se ha de proce-
der a la entrega de la persona reclamada al Estado de emisión?
a) Plazos para resolver sobre la entrega de la persona reclamada
Si la persona reclamada consiente en ser entregada, el Juez Central de Instruc-
ción dispone de un plazo de diez días desde la celebración de la audiencia pre-
vista en el art. 14 para decidir si procede o no la entrega (art. 19.2 loede). Este 
plazo se puede prorrogar por treinta días más si existen razones que justifiquen 
la demora, debiendo en éste último caso informar al Estado de emisión de esta 
circunstancia y poniendo en su conocimiento qué razones justifican dicha demo-
ra (art. 19.4 loede). 
Si la persona reclamada no presta su consentimiento para proceder a su entrega al 
Estado de emisión, o bien el Ministerio Fiscal a pesar del consentimiento alega que 
puede concurrir alguna causa de denegación o que condicione la entrega, la Sala 
de lo Penal de la Audiencia Nacional dispone de un plazo de sesenta días desde el 
momento de su detención. Este plazo se podrá prorrogar por 30 días más si exis-
ten razones que lo justifiquen, debiendo informar al autoridad judicial de emisión y 
manteniendo entretanto las condiciones necesarias para la entrega (art. 19.4 loede). 
Si de forma excepcional no se pueden cumplir los plazos previstos, diez o cuaren-
ta días, el Juez Central de Instrucción en el primer caso, o la Sala de lo Penal en 
el segundo, deberán informar a eurojust, señalando las causas de la demora (art. 
19.5 loede) (stc 30/2006, de 30 de enero):
ninguna irrazonabilidad o arbitrariedad cabe imputar a la argumentación seguida por la Audien-
cia Nacional, pues de la lectura de la Ley 3/2003 se desprende con claridad que la cuestión re-
lativa al cumplimiento del plazo de sesenta días –para el caso de la ausencia de consentimiento 
de la reclamada– previsto en su art. 19 ninguna relevancia posee para la decisión sobre la pro-
cedencia de la entrega, estableciendo el citado precepto en su apartado cuarto que, en caso de 
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sobrepasar el plazo previsto, incluida la prórroga de treinta días, la autoridad judicial de ejecu-
ción deberá informar a Eurojust de las razones de la demora, lo que efectivamente llevó a cabo 
la Audiencia Nacional. Procede, en suma, desestimar en su integridad el recurso de amparo.
b) Plazos para proceder a la entrega de la persona reclamada
Cuando el Juez Central de Instrucción o la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio-
nal dicte el auto acordando la entrega, se distinguen diversos plazos para proceder 
a la entrega de la persona reclamada al Estado de emisión:
.  Cuando el jci o, en su caso, la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional acuer-
de la entrega de la persona reclamada, ésta será puesta a disposición del Estado 
de emisión dentro los diez días siguientes al auto (art. 20.1 loede). Para ello, 
el jci o la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional notificará previamente al 
órgano competente designado por el Estado de emisión para recibir a la persona 
reclamada del lugar y fecha en el que se va a efectuar la entrega, que se realiza-
rá por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.
2.  Cuando por circunstancias ajenas a España o al Estado de emisión no se pueda 
proceder a la entrega de la persona reclamada, dentro de los diez días siguientes 
a la adopción del auto, se deberá entregar en un nuevo plazo de diez días, conta-
dos a partir de la finalización de plazo fijado inicialmente (art. 20.2 loede). Para 
ello, el órgano jurisdiccional español que haya acordado la entrega se tendrá 
que poner inmediatamente en contacto con el órgano jurisdiccional que emitió 
la Euroorden y fijar juntos una nueva fecha.
. Por motivos humanitarios graves5 se podrá suspender la entrega de la persona 
reclamada, siendo preceptivo que una vez finalicen las causas que dieron lugar 
a la suspensión se proceda a la entrega. Si ello sucediese, «la entrega se verifi-
cará en los diez días siguientes a la nueva fecha que se acuerde cuando dichos 
motivos dejen de existir» (art. 20.3 loede). 
Si acordada la entrega por el órgano jurisdiccional español, la persona reclamada 
no es recibida por el Estado de emisión, el auto que acordaba la entrega quedará 
sin efecto. El art. 20.4 loede dice que «transcurridos los plazos máximos para la 
entrega sin que la persona reclamada haya sido recibida por el Estado de emisión, 
se procederá a la puesta en libertad de la persona». Si la persona no estaba privada 
de libertad sino sujeta a una medida cautelar, ésta quedará sin efecto.6
5. La dmoede, en su art. 23.4, señala que son motivos humanitarios graves «por ejemplo, cuando existan razo-
nes válidas que hagan pensar que podría poner en peligro la vida o la salud de la persona buscada».
6. Sin embargo, ello no va a significar que en caso de que posteriormente España reciba una Euroorden recla-
mando a la misma persona y por los mismos hechos, se tenga que denegar la entrega.
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Manifiesta el tc en su sentencia 99/2006, de 27 de marzo que:
atendida esta regulación, y siendo la fecha del auto que acordó la entrega la de 22 de 
diciembre de 2004, el plazo determinado en el citado art. 20.1 de la Ley 3/2003 fina-
lizaba el 1 de enero de 2005. Incluso si entendiéramos como causa impeditiva de la 
entrega ajena al control del Estado español la señalada en el fax de Interpol España de 
fecha 3 del mismo mes, que interesaba una prórroga del plazo (a saber, que el reclama-
do iba a ser trasladado por carretera para su entrega a las autoridades portuguesas en el 
puesto fronterizo de Caya-Badajoz), el plazo finalizaba, como señaló en su momento 
el escrito de la representación del recurrente, el  de enero. Siendo así que el siguiente 
día 13 –esto es, ya fuera del segundo plazo señalado– se recibió en la Audiencia un 
fax de Interpol España dando cuenta de la previsión de entrega del encausado para el 
día 17 del mismo mes, y que la citada petición por la representación del mismo de su 
puesta en libertad del día 12 fue contestada mediante Auto de 21 de enero, acordando 
no haber lugar a la pretensión formulada por haber sido ya entregado a las autoridades 
portuguesas el anunciado día 17, debe concluirse que, indudablemente, se incumplió 
el plazo legal de prisión provisional para los específicos casos de detención y entrega 
previa una vez acordada judicialmente ésta y que, así con ello, que se conculcó el de-
recho a la libertad de quien por ello mismo impetra ahora el amparo.
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TEMA 7
Procedimiento de entrega II
7.1. Efectos de la ejecución de la Orden Europea de Detención y Entrega 
7.2. Concurrencia de solicitudes
7.3. Tránsito de la persona reclamada por territorio español
7.4. Entrega ulterior 
7.5. Inmunidades y privilegios
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7.1. Efectos de la ejecución de la Orden Europea 
       de Detención y Entrega
a) Abono del tiempo pasado en prisión
Cuando la autoridad judicial de ejecución española acuerde la entrega de la per-
sona reclamada, informará al Estado de emisión del tiempo que ha estado privada 
de libertad, para que sea deducido de la pena o medida de seguridad privativas de 
libertad que, en su caso, se le pudiese imponer, o bien para que se le deduzca de 
la pena impuesta en la sentencia firme que fue objeto de la Euroorden (art. 20.5 
loede).
b) Entrega suspendida o condicionada
Acordada la entrega de la persona reclamada por el órgano jurisdiccional español, 
se podrá suspender cuando el sujeto reclamado tenga pendiente un proceso penal 
en España por un hecho distinto al que fue objeto de la Euroorden. Pueden darse 
las siguientes situaciones:
a) Que la persona reclamada sea el imputado o acusado en un proceso penal 
cuyo juicio oral está por celebrarse.
b) Que sobre el sujeto reclamado haya recaído una sentencia condenatoria y 
esté cumpliendo la pena o medida de seguridad impuesta.
En cualquiera de los dos casos, el órgano jurisdiccional del Estado de emisión 
podrá solicitar al órgano español que haya acordado y dejado en suspenso la entre-
ga, que le entregue temporalmente a la persona reclamada en las condiciones que 
ambos órganos jurisdiccionales formalicen (art. 21.2 loede).
 
c)  Entrega de objetos
La autoridad judicial española, de oficio o a instancia del órgano jurisdiccional 
del Estado de emisión «intervendrá», y «entregará» todos aquellos objetos que 
puedan constituir medios de prueba y/o efectos del delito (piezas de convicción) 
de acuerdo con el Derecho español (art. 22.1 loede). Si el Estado español o ter-
ceros hubiesen adquirido derechos sobre los mismos, les serán devueltos cuando 
concluya el juicio. Estos objetos se tienen que entregar aun cuando la Euroor-
den no se pueda ejecutar por fallecimiento o evasión de la persona reclamada 
(art. 22.2 loede). 
. Art. 24.1 dmoede. Véase el auto de la an 12/2004, de 27 de febrero, en el que se acordó la entrega del 
reclamado a las autoridades belgas, si bien la entrega quedó suspendida hasta que quedasen extinguidas las 
responsabilidades penales de los procedimientos pendientes en nuestro país. También se acordó la entrega 
pero suspendida su ejecución en los autos de la an 33/2004, de 5 de mayo; 35/2004, de 13 de mayo; en el 
36/2004, de 14 de mayo; en el 40/2004, de 26 de mayo, todas las entregas fueron suspendidas por encontrase 
las personas reclamada incursa en procesos penales en España por delitos distintos a los que habían originado 
la orden europea de detención.
. El art. 24.2 dmoede dispone que: «en lugar de suspender la entrega, la autoridad judicial de ejecución podrá 
entregar provisionalmente al Estado miembro emisor a la persona buscada».
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Si los objetos estuvieren sujetos a embargo o comiso en España, el jci o la Sala de 
lo Penal de la Audiencia Nacional podrá denegar la entrega de los objetos o bien, 
si la entrega es necesaria para en el curso de un proceso penal pendiente, el jci o la 
Sala de lo Penal de la an podrá decidir entregarlos de manera temporal (art. 22.3 
loede).
7.2. Concurrencia de solicitudes
Se pueden dar dos supuestos:1) que concurran dos o más Euroórdenes emitidas 
por Estados miembros de la Unión (art. 23.1 loede); 2) que coincidan una solicitud 
de extradición y una Euroorden (art. 23.2 loede).
a) Concurrencia de Órdenes Europeas de Detención y Entrega
Si dos o más Estados miembros solicitan la detención y entrega de la misma per-
sona, en relación con hechos distintos, el Juzgado Central de Instrucción tendrá 
que decidir a qué solicitud va a dar prioridad para su tramitación (art. 23 loede). 
Para adoptar la decisión el órgano jurisdiccional tendrá en cuenta las siguientes 
circunstancias:
a) El lugar de comisión del delito.
b) La gravedad del hecho criminal.
c) Las fechas de las distintas órdenes de ejecución.
d) Si el objeto de la orden es enjuiciar a la persona reclamada o que ésta cumpla 
una sentencia firme de condena.
e) Demás circunstancias que se deban tener en cuenta.
 Además, el jci puede solicitar el dictamen de eurojust (art. 23.1, II loede). 
b) Concurrencia de una solicitud de extradición y una Orden Europea 
 de Detención y Entrega
Si concurre sobre la misma persona una solicitud de extradición emitida por un ter-
cer Estado y una Orden Europea de Detención y Entrega, será necesario que el jci o, 
en su caso, la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional suspenda el procedimiento 
en el trámite en que éste se encuentre, y que el jci o la Sala de lo Penal de la an remita 
toda la documentación al Ministerio de Justicia (art. 23.2 loede), concretamente a la 
Subdirección General de Cooperación Jurídica del Ministerio de Justicia.
Cuando el Ministro de Justicia reciba las actuaciones, atenderá a las circunstancias 
que hayan dado lugar a la emisión de una Euroorden y a la solicitud de extradición,4 
. Véase art. 16.1 y 2 dmoede.
4. En concreto, las previstas en el art. ., es decir, las relativas al «lugar y gravedad relativa a los delitos, 
las fechas de las solicitudes, así como el hecho de que la orden o la solicitud de extradición se haya dictado 
a efectos de la persecución penal o a efectos de la ejecución de una pena o medida de seguridad privativa de 
libertad», y también, en su caso, las circunstancias que se señalen a tener en cuenta en el Convenio o Acuerdo 
aplicable a la extradición (art. 23.2). Artículo redactado conforme a lo previsto en el art. 16.3 dmoede.
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y elevará su propuesta de decisión sobre que solicitud considera preferente –la Or-
den Europea de Detención y Entrega o la solicitud de extradición–, al Consejo de 
Ministros.  La loede establece en el art. . in fine que: «este trámite ser regirá por 
lo dispuesto en la Ley de Extradición Pasiva», de forma que corresponderá al Go-
bierno decidir a qué solicitud se ha de dar preferencia (art. 16 lep).
Si se otorga preferencia a la Euroorden, se pondrá en conocimiento del Juzgado 
Central de Instrucción, o en su caso, de la Sala de lo Penal de la Audiencia Na-
cional,  para que el órgano jurisdiccional que esté conociendo se lo comunique al 
órgano competente del Estado de emisión (art. 23.3, ii loede), y se continúe con 
el procedimiento en el trámite en el que quedó suspendido. Si el Gobierno opta 
por dar preferencia a la solicitud de extradición, se pondrá en conocimiento de la 
autoridad judicial de ejecución española para que ésta se lo comunique al órgano 
competente del Estado de emisión (art. 23.3, i loede).
Establece la loede que lo previsto en relación con la decisión sobre la concurren-
cia de solicitudes de entrega, es sin perjuicio de las obligaciones derivadas del 
Estatuto de la Corte Penal Internacional (art. 23.4 loede).
7.3. Tránsito de la persona reclamada por territorio español
a) Situación normal
Si un Estado de la Unión Europea accede a la entrega de la persona reclamada por 
otro Estado miembro y necesita atravesar el territorio español para llegar al Estado 
que le reclamó, el Estado de emisión tendrá que informar al Estado español, en 
concreto, al Ministerio de Justicia (art. 25.3 loede) sobre los siguientes extremos 
(art. 25.1):
a) la identidad y nacionalidad de la persona que es objeto de la Orden Euro-
pea;
b) la existencia de una Orden Europea;
c) la calificación jurídica del delito; y
d) la descripción de las circunstancias del delito, incluidos la fecha y el lugar.
Aunque la loede no hace ninguna alusión a la forma en la que se debe presentar la 
solicitud de tránsito y la información requerida en el art. 25.1, y en su caso, la au-
torización pertinente. La dmoede (art. 25.3), sí establece que la solicitud se podrá 
remitir por cualquier procedimiento que permita dejar constancia escrita.
Por otro lado, la loede no hace mención a dos situaciones que sí se recogen en el 
art. 25 de la Decisión Marco:
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a) El tránsito de un nacional o de un residente a efectos de ser enjuiciado en el 
Estado de emisión.
b) El tránsito de un nacional o de un residente, a efectos de cumplir una pena 
en el Estado de emisión.
En el primer supuesto, dispone la Decisión Marco que se podrá denegar el tránsito, 
sin añadir nada más, por lo que entendemos que la solución será la misma que en 
el caso previsto para la denegación facultativa de un nacional o residente (art. 4.6 
dmoede), es decir, que podrá denegar el tránsito de la persona, impidiendo que 
pueda llegar al Estado que le requiere, si el Estado en tránsito se compromete a 
ejecutar el mismo la pena o medida se seguridad.
En el segundo supuesto, el propio art. 25.1, II de la Decisión Marco establece 
que el tránsito de la persona reclamada puede quedar supeditado a la condición 
de que la persona en caso de ser condenada a una pena o medida de seguridad sea 
devuelta al Estado miembro de tránsito para que se pueda ejecutar en éste la pena 
o medida de seguridad privativa de libertad. 
b) Situación especial
No será necesario que el Estado de emisión informe al Ministerio de Justicia es-
pañol cuando el tránsito sea aéreo y sin escalas por territorio español, pero en caso 
de que se produjese un aterrizaje forzoso en España sí sería preceptivo que se 
comunicase dicho tránsito (art. 25.2 loede).
7.4. Entrega ulterior
¿Qué se puede hacer cuando la persona sobre la que se ha acordado una Euroor-
den es reclamada por un tercer Estado por un delito cometido con anterioridad a 
la misma?
a)  Entrega ulterior a una Orden Europea de Detención y Entrega
La loede establece la posibilidad de la reentrega o entrega ulterior, desde dos 
puntos vista, España como Estado de emisión de la primera Orden Europea de 
Detención y Entrega, o bien, España como Estado de ejecución de la primera 
Euroorden.
A) España como Estado de emisión de la primera Euroorden
Esta situación se dará cuando España, que en su momento era Estado de emisión 
y solicitó al sujeto reclamado a otro Estado miembro, se convierta en Estado de 
72M.a Ángeles Pérez Cebadera - ISBN: 978-84-692-5499-8 Instrumentos de cooperación judicial penal I -  UJI
ejecución porque un tercer Estado, distinto de aquél que le entregó a la persona 
reclamada, le solicita la entrega de la persona reclamada por hechos anteriores 
a la entrega. Ante esta situación, la cuestión que se plantea es si es necesario 
solicitar al Estado de ejecución, que entregó a la persona a España en virtud de 
una solicitud de Orden Europea de Detención y Entrega, el consentimiento para 
que la autoridad española pueda entregar en su momento a la persona reclamada 
a ese tercer Estado. La loede expresamente establece en qué situaciones no va a 
ser necesario que la autoridad judicial española solicite el consentimiento. Son 
los siguientes:
1. Notificación del consentimiento con carácter general por parte del Estado de 
ejecución a la Secretaría General del Consejo. Cuando el Estado miembro de 
ejecución, que es quien entregó a la persona reclamada a España, hubiera noti-
ficado su consentimiento a la Secretaría General del Consejo, para que la per-
sona o personas que ella entregue en virtud de una Euroorden puedan a su vez 
ser entregadas a otro Estado miembro por el Estado de emisión, por un delito 
cometido con anterioridad a la entrega  (art. 26.1 loede y 28 .1 dmoede), y no 
haya declarado lo contrario para ese caso en concreto.
2. Cuando la persona reclamada, después de haber tenido la oportunidad de haber 
abandonado el territorio español, no lo hubiera hecho en el plazo de 45 días 
desde su puesta en libertad definitiva, o bien hubiera regresado a España (art. 
26.2, a) loede).
. Cuando la persona reclamada consienta en ser entregada al Estado miembro que 
se la reclama a España. Este Estado no puede ser el que en su día le entregó (art. 
26.2, b) loede).
4. Si la persona reclamada renuncia a que se le aplique el principio de especiali-
dad, en los siguientes casos (art. 26.2, c) loede):
. Cuando haya renunciado expresamente ante la autoridad judicial de ejecu-
ción antes de la entrega.
. Cuando haya renunciado expresamente a que se le aplique el principio de 
especialidad en relación con determinadas infracciones.
3. Cuando después de haber tenido la oportunidad de salir de España, no lo 
haya hecho en el plazo de 45 desde su puesta en libertad definitiva o haya 
regresado a territorio español después de abandonarlo.
4. O si el Estado de ejecución hubiese notificado su renuncia al principio de 
especialidad.
En cualquier otro supuesto, que no se pueda subsumir en ninguno de los casos 
anteriores, para que España pueda entregar a la persona a otro Estado miembro, 
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será necesario que solicite a la autoridad judicial del Estado de ejecución –que en 
su momento le entregó a la persona reclamada– el consentimiento para proceder a 
la entrega al tercer Estado. Corresponderá al JCI formular la solicitud del consen-
timiento a través de una Euroorden e irá acompañada de la traducción a la lengua 
del país (art. 26.3 loede). La transmisión de la solicitud será directa entre las auto-
ridades judiciales, ya que el art. 26.3 loede remite al art. 6 loede.
B) España como Estado de ejecución de la primera Euroorden
Por otro lado, el Estado de emisión que solicitó la entrega de la persona recla-
mada a la autoridad judicial española, tendrá que solicitar a España –Estado de 
ejecución–, el consentimiento para entregar a la persona reclamada a un tercer 
Estado por un hecho delictivo cometido antes de su entrega. No será necesario si 
España realiza una notificación general en dicho sentido a la Secretaría General 
del Consejo (art. 26.4 en relación con el art. 26. 1 loede). La autoridad judicial de 
ejecución española tendrá un plazo máximo de 30 días para tomar su decisión, sin 
perjuicio de que pueda solicitar las garantías previstas en el art.  loede. 
b)  Entrega ulterior a una extradición
Si España hubiese reclamado una persona a un Estado mediante el procedimiento 
de extradición, y se diera la situación de que un Estado miembro solicitara a la 
autoridad judicial española (jci). En este caso España, como Estado de ejecución, 
antes de resolver si procede o no la entrega de la persona que fue extraditada a 
España necesitará que el Estado que se la extraditó autorice «que puede ser entre-
gada al Estado de emisión» (art. 27.1 loede). La forma y contenido de la solicitud 
de consentimiento serán las previstas en el Tratado o Convenio aplicado para la 
extradición de la persona reclamada.
Durante la tramitación de la autorización, el jci tendrá que adoptar las medidas 
cautelares necesarias sobre la persona reclamada para que, en el caso de que el 
Estado autorice que España pueda entregarla al Estado de emisión, se pueda hacer 
una entrega efectiva.
c) Solicitud de extradición posterior a la Orden Europea de Detención y Entrega
A) España como Estado de emisión de la Euroorden
Cuando la autoridad judicial española haya acordado la emisión de una Euro-
orden –y se le haya entregado a la personar reclamada–, reciba a posteriori 
una solicitud de extradición por parte de un tercer Estado que no es miembro 
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de la Unión, corresponderá al jci que remitir la citada solicitud de extradición 
al Estado miembro que le entregó al sujeto reclamado para que éste decida si 
autoriza o no  que la persona sea extraditada. Si el Estado que acordó la entrega 
a España decide que procede la nueva entrega, será España quien realizará la 
entrega efectiva del sujeto extraditado (art. 28.1 loede). El jci acompañará a 
su solicitud toda la documentación que haya recibido junto con la petición de 
extradición.
No obstante el silencio de la Ley, se sobreentiende que mientras se decide si 
procede o no la entrega de la persona reclamada, corresponderá al Juzgado 
Central de Instrucción español adoptar las medidas cautelares necesarias para 
que la entrega, en su caso, pueda realizarse.
B) España como Estado de ejecución
Si España –como estado de ejecución– entregó a la persona reclamada al Estado 
de emisión, y éste a posteriori solicita su consentimiento para extraditar a la per-
sona a un tercer Estado, no miembro de la Unión Europea, tendrá que resolver 
dicha petición de conformidad con los convenios relativos a la extradición aplica-
bles entre el Estado que solicita la extradición y España (art. 28.2 loede).
Al igual que sucedía en el caso anterior (cuando era España el estado de ejecución 
de la Euroorden), la función del Estado de emisión es meramente instrumental 
dado que su labor se refiere a la transmisión de la petición de extradición que re-
cibe del Estado no miembro a España, para que nuestro país resuelva, asegurando 
mientras España acuerda su decisión que, en su caso, se pueda realizar la entrega 
efectiva, adoptado para ello las medidas cautelares necesarias sobre la persona 
reclamada.
7.5. Inmunidades y privilegios
Cuando corresponda a España ejecutar una Euroorden y la persona solicitada goce 
de inmunidad, se pueden dar estas dos situaciones:
1)  Si la persona que es solicitada a través de una Euroorden goza de inmunidad en 
España, el Juez Central de Instrucción deberá solicitar de forma inmediata el 
levantamiento de dicho privilegio a la autoridad competente. 
2)  Si la persona que es solicitada a España tiene inmunidad en otro Estado, o bien 
disfruta de inmunidad por pertenecer a una organización internacional, el jci lo 
pondrá en conocimiento de la autoridad judicial del Estado de emisión para que 
sea éste último el que se encargue de solicitar el levantamiento del privilegio, 
en su caso, de la persona reclamada.
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Al igual que sucede cuando el jci recibe una solicitud de entrega para una persona 
que no goce de inmunidad, tendrá que adoptar las medidas cautelares necesarias 
para que se pueda garantizar la entrega en caso de que deje de gozar de inmunidad 
(art. 29.2 loede). Es por ello que lo lógico es que se siga el procedimiento previsto 
en la Ley, es decir, tendrá que ser detenido y puesto a disposición judicial, y cele-
brarse la audiencia al detenido prevista en el art. 14 loede. Ahora bien, los plazos 
para que el órgano jurisdiccional acuerde su decisión, quedarán suspendidos hasta 
que a la persona reclamada, en su caso, se le retire el privilegio o inmunidad (art. 
9. loede).
La Ley establece expresamente que si la persona que es reclamada a la autoridad 
judicial española se encuentra en territorio español como consecuencia de haber 
sido extraditada por un tercer Estado no miembro, acogida al principio de espe-
cialidad, y ésta goza de inmunidad en España o en otro Estado u organización 
internacional, levantada la inmunidad, en su caso, los plazos previstos en la Ley 
para acordar la decisión sobre la entrega no empezarán a contar hasta que el Esta-
do que extraditó al sujeto muestre su conformidad para que quede sin aplicación 
el principio de especialidad y se pueda entregar a la persona reclamada al Estado 
emisor (art. 29.4 loede).
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